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RESUMEN 

 

El presente trabajo de investigación, surge de la preocupación que genera el 

elevado índice de sentencias sin ejecutar; es decir, que no han surtido los efectos 

para los cuales fueron dictadas; pues, para la ejecución de la misma el ejecutante se 

encuentra con la exigencia de una norma (artículo 615° del código procesal civil), 

en la cual requiere iniciar un proceso paralelo, en palabras del legislador en cuerda 

separada, generando dilación y alejamiento de la eficacia de la sentencia dictada; 

entonces, es considerable  y válido, darle a las partes la efectividad que el sistema 

judicial propone, pues lo que se pretende es lograr que la justicia y la ejecución de 

las “decisiones justas” lleguen a la realidad material. asimismo, esta investigación 

busca la modificación del texto del artículo materia del estudio, no exigiendo su 

trámite en cuerda separada o de ser el caso la implementación clara y precisa de 

medidas ejecutivas céleres para las partes. 

 

 

Palabras Claves: efectividad, proceso paralelo, civil, dilación, economía, 

judicial. 
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ABSTRACT 

 

The present research work, arises from the concern generated by the high 

rate of sentences without executing; that is to say, that they have not had the effects 

for which they were dictated; then, for the execution of the same the performer 

meets the requirement of a rule (Article 615 ° of the civil procedural code), which 

requires starting a parallel process, in the words of the legislator in separate string, 

generating delay and withdrawal from the effectiveness of the sentence handed 

down; then, it is considerable and valid to give the parties the effectiveness that the 

judicial system proposes, since what is sought is to ensure that justice and the 

execution of "fair decisions" reach the material reality. likewise, this research seeks 

the modification of the text of the article subject of the study, not requiring its 

separate string procedure or, if applicable, the clear and precise implementation of 

executive measures for the parties. 

 

Keywords: effectiveness, parallel process, civil, procrastination, economy, 

judicial. 
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INTRODUCCIÓN 

 

La presente investigación se refiere a la inobservancia normativa respecto 

del procedimiento de las medidas de ejecución en los procesos que se encuentran 

en etapa de ejecución, donde quien ha obtenido una sentencia favorable con 

autoridad de cosa juzgada, pretende iniciar su ejecución y ante ello se encuentra con 

el requerimiento de interponer su pedido en cuerda separada, es decir, en un 

cuaderno aparte, exigencia del artículo 615° del Código Procesal Civil, significando 

ello onerosidad, demora en el trámite, una nueva calificación por representar ello 

una nueva demanda, sin mencionar que en ese lapso se corre el riesgo que el 

obligado pretenda sustraerse de la obligación. Y, es gracias a esto que muchas 

sentencias quedan sin ejecutar y por lo tanto no logran los efectos para lo cual 

fueron dictadas. 

El error principal de esta problemática sucede cuando, teniendo una 

sentencia con autoridad de cosa juzgada se pretenda exigir una medida cautelar, 

indicando que este supuesto se subsume dentro del artículo 615° del Código 

Procesal Civil, cuando la realidad procesal no lo permite. Pues en el texto del 

artículo en mención hace referencia a sentencia favorable con posibilidad de ser 

impugnada, entiéndase ello como aquella sentencia o fallo que no ha quedado 

consentida o ejecutoriada. Entonces, ¿por qué desnaturalizar las medidas 

cautelares?, pues su ámbito de aplicación es en el trámite procesal antes de la 

sentencia e incluso bajo el propio texto del artículo 615° después de haber sido 

sentenciado teniendo en consideración que esta no deberá haberse declarado 

consentida. 

Es por ello por lo que, en esta investigación se pretende implementar un 

trámite continuado de las medidas de ejecución, es decir, en la misma cuerda 

procesal, determinando cuáles serán las medidas y procedimiento aplicables para 

lograr una mayor eficacia de las sentencias. 
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Por lo mismo que en base a ello se formula la siguiente interrogante: ¿De 

qué manera la exigencia del artículo 615º del Código Procesal Civil sobre el trámite 

en cuerda separada contraviene la eficacia de las medidas cautelares para la 

ejecución de la sentencia? 

Ante tal cuestionamiento se generó una respuesta a priori que se constituye 

como la hipótesis bajo la siguiente construcción: La exigencia del artículo 615º del 

Código Procesal Civil sobre el trámite en cuerda separada contraviene la eficacia 

de las medidas cautelares sobre la ejecución de la sentencia. Es necesario dejar en 

claro que las figuras metodológicas que anteceden están compuestas por las 

variables que en una relación causal dan origen también a los objetivos general y 

específicos siendo estos últimos los que puntualizan el desarrollo de los capítulos 

correspondientes que se detallan a continuación. 

En el primer capítulo, se desarrollaron los aspectos metodológicos que 

permitieron determinar la realidad problemática sobre la cual se realizó la 

investigación, formulando el problema, la importancia de la investigación y dentro 

de que márgenes se encuentra justificada, así como, los objetivos que motivan esta 

investigación, la hipótesis que la investigadora se plantea como respuesta al 

problema planteado, asimismo, los elementos auxiliares-métodos y técnicas- que 

harán posible la investigación. 

En el segundo capítulo, teóricamente se han desarrollado los conceptos y 

bases etimológicas del artículo cuestionado, continuando con la conceptualización 

de las medidas cautelares como tal en el capítulo tercero. 

En el cuarto capítulo se ha realizado el análisis de los elementos recopilados, 

obteniendo resultados de la información requerida al Poder Judicial y del 

cuestionario realizado, adjunto a esta investigación. 

Por último, en el quinto capítulo se contrastó la hipótesis, se validaron las 

variables planteadas, para de esta manera lograr las conclusiones y 
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recomendaciones que solucionen la problemática planteada, lo cual se pone a 

disposición del criterio evaluador del jurado de la tesis. 

La Autora 
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CAPITULO I 

ASPECTOS METODOLOGICOS 

 

1.1. Realidad Problemática 

1.1.1. Planteamiento del Problema. 

Actualmente en el distrito judicial de Lambayeque existe un problema que 

parece no ser tan complicado, como el ejecutar una sentencia. A simple vista 

muchos operadores del derecho aún no han identificado la temporalidad de 

aplicación de las medidas cautelares, es por ello que cuando el litigante a través de 

su abogado solicita ejecución de sentencia, el Juez le exige proceder conforme al 

artículo 615° del Código Procesal Civil; entiéndase que este artículo procede 

cuando hay sentencia favorable en primera instancia, aun cuando esta fuera 

impugnada, es decir, su aplicación está condicionada a la emisión de la sentencia y 

al plazo de impugnación otorgado por ley una vez emitida la misma. 

Los usuarios del sistema judicial peruano persiguen dirimir sus conflictos a 

través de una decisión judicial, más aún, si lo que pretenden es que esa decisión se 

traslade al ámbito real; sin embargo, con la exigencia del artículo 615° del Código 

Procesal Civil, por parte del Juez, genera dilación y alejamiento de la eficacia de la 

Sentencia dictada. 

Con la presente investigación se pretende proponer la modificación del 

artículo 615° del Código Procesal Civil, que debe tener dos acápites. En el primero 

tendríamos el texto original y en el segundo el siguiente texto: Medidas de 
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Ejecución: Sería procedente cuando la sentencia tiene autoridad de cosa juzgada; 

asimismo, se tramitaría en la misma cuerda procesal, como un acto consecutivo de 

trámite. Una vez dictada la medida, se procederá a reservar el expediente principal 

hasta la ejecución de la misma, notificándose en el acto al afectado; concediéndole 

un plazo de tres días para que cumpla con acreditar el cumplimiento de la sentencia. 

Con esta propuesta, la eficacia en la ejecución de una sentencia sería mayor, 

la sociedad sentirá una satisfacción jurídica al tener un sistema judicial eficaz; 

legislativamente hablando, sería un gran avance la regulación de medidas de 

ejecución, pues hay un vacío legal en cuanto a las medidas ejecutivas que con este 

trabajo se pretenden incorporar. 

Asimismo, una vez modificado el artículo 615° del Código Procesal Civil, 

se obtendría una regulación completa en cuanto al proceso judicial en su integridad, 

pues se tendría el siguiente esquema: las medidas cautelares procederán antes y 

durante el proceso, previéndose que este no haya llegado a la Sentencia, la 

procedencia del artículo 615°, en su primer acápite, procederá una vez emitida la 

sentencia y durante el plazo de impugnación y el segundo acápite, las medidas de 

ejecución, cuando la sentencia tenga autoridad de cosa juzgada. 

 

1.1.2. Formulación del Problema 

¿De qué manera la exigencia del artículo 615º del Código Procesal Civil 

sobre el trámite en cuerda separada contraviene la eficacia de las medidas cautelares 

para la ejecución de la sentencia? 



 

15 

 

 

1.2. Justificación e Importancia del Estudio 

1.2.1. Justificación del Estudio 

Nuestra investigación esta revestida de características que permiten denotar 

una justificación para su desarrollo en diferentes aspectos como son el social, 

doctrinario y legislativo, los mismos que detallamos a continuación. 

Social:  

 

Esta investigación encuentra su justificación en el aspecto social, toda vez 

que el derecho como norma tiene un efecto en la sociedad; esto es, para que el 

litigante vencedor asegure su derecho reconocido pueda requerir una medida 

cautelar, el juzgador le exige por extensión la aplicación del artículo 615° del 

Código Procesal Civil; es decir, realizarlo en cuerda separada, lo que, a criterio 

personal, se está alejando mucho de la efectividad de la ejecución, pues la 

onerosidad de iniciar un proceso paralelo implica además dilación en el proceso, 

circunstancia que al repetirse en la realidad genera inseguridad jurídica para toda la 

sociedad. 

  

Legislativa 

Legislativamente nuestra propuesta se justifica en razón de la falta de 

regulación de medidas de ejecución de sentencia, con fines propios; generando de 

esta manera un vacío legal, pues según Percy Howell Sevilla Agurto en su aporte a 

la interpretación del artículo 615° del Código Procesal Civil: 
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(…) para que este supuesto de procedencia de medida cautelar sea 

considerado como tal, por obvias razones la sentencia favorable al 

solicitante de la medida cautelar debe ser impugnada o al menos 

estar en plazo para que la otra parte pueda presentar su recurso, es 

decir, la sentencia no debe ser firme, caso contrario, ya no podríamos 

hablar de medida cautelar sino de medida de ejecución o ejecutiva 

(pág. 721).   

 

Con lo cual, resulta idóneo decir que si el artículo 615° de nuestro código 

adjetivo civil nos indica un caso especial de procedencia de medida cautelar, ésta 

regla no se debería desnaturalizar haciendo extensivos sus efectos a la etapa de 

ejecución de sentencia, pues siguiendo el concepto de una medida cautelar, según 

el tratadista italiano, Piero Calamandrei; 

Hay, pues, en las providencias cautelares, más que la finalidad de 

actuar el derecho, la finalidad inmediata de asegurar la eficacia 

práctica de la providencia definitiva que servirá a su vez para actuar 

el derecho. La tutela cautelar es, en relación al derecho sustancial, 

una tutela mediata: más que a hacer justicia contribuye a garantizar 

el eficaz funcionamiento de la justicia. (pág. 45) 

 

Entonces, en contraste con nuestra legislación, tenemos que es un 

mecanismo que cuyo fin es asegurar la ejecución de una decisión judicial futura. Y 

que, a criterio personal, no tiene lugar su aplicación en la etapa de ejecución, 

encontrando para ello una motivación suficiente para modificar el artículo materia 

del comentario.   
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1.2.2. Importancia del Estudio 

Esta investigación tendrá impacto social, pues al determinar que la exigencia 

de aplicación del artículo 615° del Código Procesal Civil, bajo su texto actual, 

provoca ineficacia procesal; podremos proponer medidas que nos permita obtener 

una mayor eficacia de las decisiones judiciales. 

 

1.3. Objetivos 

1.3.1. Objetivo General 

Determinar si la exigencia del artículo 615º del Código Procesal Civil sobre 

el trámite en cuerda separada contraviene la eficacia de las medidas cautelares sobre 

la ejecución de la sentencia. 

1.3.2. Objetivos Específicos 

 Desarrollar doctrinariamente los fundamentos jurídicos del artículo 

615º del Código Procesal Civil sobre el trámite en cuerda separada  

 Examinar teóricamente la estructura procesal de las medidas 

cautelares para garantizar la ejecución de la sentencia. 

 Analizar la necesidad de interpretar adecuadamente el sentido del 

artículo 615° del Código Procesal Civil, a fin de garantizar la 

eficacia de las medidas cautelares sobre la ejecución de la sentencia. 
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1.4. Hipótesis 

La exigencia del artículo 615º del Código Procesal Civil sobre el trámite en 

cuerda separada contraviene la eficacia de las medidas cautelares sobre la ejecución 

de la sentencia. 

 

1.5. Variables 

1.5.1. Variable Independiente 

La exigencia del artículo 615º del Código Procesal Civil sobre el trámite en 

cuerda separada. 

 

1.5.2. Variable Dependiente 

La eficacia de las medidas cautelares para garantizar la ejecución de la 

sentencia. 

 

1.6. Métodos, Técnicas e Instrumentos de Recolección 

1.6.1. Métodos 

En la investigación se utilizaron los siguientes métodos, que permitieron 

desarrollar la observación de una forma adecuada y sistemática, así tenemos: 
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1.6.1.1. Método Exegético Jurídico 

El método exegético se emplea cuando existe la necesidad de extraer el 

significado de una regulación legal, porque existen discrepancias en cuanto al 

significado de su contenido.  

Con este método se analizó el sentido jurídico del artículo 615° del Código 

Procesal Civil, con el fin de ubicarlo en el espacio y tiempo procesal 

correspondiente, así como, determinar si es válida su exigencia en la etapa de 

ejecución de una sentencia, para lograr la eficacia de la misma. 

  

1.6.1.2. Método Sistemático Jurídico 

Con el método sistemático jurídico se analizaron los artículos que el 

ordenamiento jurídico peruano ha establecido para la solicitud y otorgamiento de 

una medida cautelar, asimismo, si las medidas que se proponen para la ejecución 

de una sentencia son suficientes y necesarias como para dejar de aplicar las medidas 

cautelares en la etapa de ejecución. 

 

1.6.1.3. Método Hipotético Deductivo 

Al observar la problemática que tiene lugar en la aplicación errónea de la 

norma en los procesos civiles en etapa de ejecución, el método hipotético deductivo 

ha permitido plantear una hipótesis, misma que en el desarrollo de la investigación 

se ha puesto a prueba, teniendo como resultado su veracidad. 
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1.6.1.4. Método Inductivo 

Teniendo en cuenta haber observado la problemática jurídica, suscitada por 

la incorrecta aplicación de la norma, con el método inductivo se analizó la 

información y material recopilado para poder llegar a un solo concepto jurídico, 

contrastando con la hipótesis planteada, logrando las conclusiones y 

recomendaciones contenidas en el último capítulo de este trabajo de investigación. 

 

1.6.1.5. Método Histórico 

Se hizo uso de información histórica, a fin de determinar dónde y bajo qué 

circunstancias surge la problemática que motiva el presente trabajo de 

investigación. 

 

1.6.2. Técnicas 

En el desarrollo del tema propuesto, se utilizaron técnicas de recolección de 

la información que permitió establecer los parámetros dentro de los cuales se 

formularon las recomendaciones en función a los resultados obtenidos de la 

validación de las variables y contrastación de la hipótesis. 
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1.6.2.1. Análisis Documental 

Se utilizaron fichas bibliográficas, fichas de investigación documental, etc., 

con lo cual se obtuvieron datos de fuentes documentales, de textos publicados en 

materia de Derecho Civil, específicamente respecto a la ejecución de sentencia 

teniendo como norma a aplicar el artículo 615°. 

 

1.6.2.2. Observación 

Esta técnica permitió, observar la realidad socio jurídica, resultando 

insuficiente la interpretación de la norma estudiada, al no encontrarse mayores 

análisis respecto de su contenido. 

 

1.6.2.3. Encuesta 

Se ha empleado un cuestionario, adjunto al trabajo de investigación, el cual 

ha sido aplicado a una muestra de 50 individuos miembros de la sociedad jurídica 

Lambayecana, verificando su opinión sobre su experiencia, obteniendo una postura 

respecto a su eficacia y la opción de establecerle parámetros de aplicación del 

artículo 615°. 
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CAPITULO II 

 

LOS FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL ARTÍCULO 615º DEL CÓDIGO 

PROCESAL CIVIL. 

 

En el presente capítulo se desarrollará el contenido y fundamentos jurídicos 

del artículo 615° del Código Procesal Civil, siendo necesario para ello determinar 

el origen del artículo estudiado, así como, las bases que motivaron su regulación, 

es decir, aquellos fundamentos que justifican la regulación de su contenido para la 

respectiva aplicación en la etapa posterior a la sentencia de primera instancia y el 

plazo de impugnación de la misma.  

 

Asimismo, teniendo en cuenta que el artículo 615° del Código Procesal Civil 

regula una forma especial de procedencia de una medida cautelar, cuando se ha 

dictado la sentencia de primera instancia incluso cuando esta hubiese sido apelada; 

para ello, es importante definir y conceptualizar qué es medida cautelar, como se 

determina si una sentencia es favorable o no a fin de cumplir con el primer 

enunciado de este artículo, del mismo modo determinar los alcances de la 

impugnación de una sentencia como tal y las consecuencias jurídicas que esta 

representa en este artículo; con tales resultados se determinará y ubicará el ámbito 

correcto de aplicación del artículo estudiado. Significando un avance importante en 

la jurisprudencia nacional y a su vez dando lugar a la integración de texto que regule 

mecanismos de ejecución. 
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2.1. BASES ETIMOLÓGICAS PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL 

ARTICULO 615 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL. 

 

El artículo 615° del Código Procesal Civil regula el caso especial de 

procedencia de una medida cautelar en el supuesto de haber obtenido sentencia 

favorable, debiendo para ello solicitar la medida ante el mismo juez que dictó la 

sentencia en cuerda separada, con copia certificada de los actuados pertinentes, sin 

que sea necesario cumplir con los requisitos exigidos en los incisos 1 y 4 del artículo 

610° del mismo cuerpo legal, pues se exime al solicitante de fundamentar los 

hechos que sustentan su pedido y el ofrecimiento de contracautela en cualquiera de 

sus formas. 

Ahora bien, para Mauricio Raffo La Rosa en su aporte a La Mesa Redonda: 

Medidas Cautelares en el Proceso Civil y en Materia Constitucional, indica lo 

siguiente: 

Si la sentencia declara fundada la demanda, para ese juez es 

verosímil, más que verosímil, ya le ha dado la razón al demandante 

en su sentencia y por tanto la medida cautelar para ese juez de 

primera instancia debería proceder (pág. 103) 

 

Raffo La Rosa hace una aproximación a la justificación del artículo 

estudiado, pues tal como indica, la sentencia de primera instancia favorable al 

demandante, indica que el juez que la dictó ha otorgado o reconocido el derecho 

que el demandante pretende, con lo cual para este Juez existen elementos suficientes 

para otorgar una medida cautelar que proteja y asegure la ejecución futura de la 

decisión que emitió en el proceso ventilado en su judicatura. Cumpliéndose con ello 

uno de los requisitos para la concesión de una medida cautelar, la verosimilitud del 
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derecho pretendido, pues ya se tiene una concepción definida de la Litis y a quien 

le corresponde el derecho, según el criterio que el propio juzgador plasmó en su 

sentencia. 

Por lo tanto, el artículo 615° del Código Procesal Civil, tiene un ámbito de 

aplicación específico, pues su especial procedencia se encuentra justificada en que 

dicha decisión no es firme, que está sujeta al plazo de impugnación y en caso de ser 

apelada a la resulta de la sentencia de vista con la cual se dará inicio a una etapa 

diferente, la ejecución. 

Sin embargo, a fin de dilucidar de forma más exacta cual es la base jurídica 

del articulo materia del estudio es necesario reconocer la concepción de las figuras 

jurídicas que contiene. 

 

2.1.1. SENTENCIA FAVORABLE  

Para poder determinar que es una sentencia favorable es indispensable 

definir de forma independiente ambos términos; entiéndase que se pretende 

conceptualizar el requisito indispensable para la aplicación del artículo 615° del 

Código Procesal Civil. 

 

Dando inicio a lo indicado, con el fin de entender el término sentencia desde 

su concepción jurídica, se ubica lo indicado por los investigadores mexicanos 

Eduardo Ferrer Mac-Gregor y Rubén Sánchez Gil (2009), quienes en su libro 

titulado Efectos y contenidos de las sentencias en acción de inconstitucionalidad: 

análisis teórico referido al caso "Ley de medios" definen la sentencia como: 
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Una sentencia es la decisión por la cual el tribunal resuelve de 

manera vinculante el litigio que se plantea y acoge la pretensión de 

una de las partes, teniéndola como la correcta aplicación del derecho 

relevante (la de la acción de inconstitucionalidad, como vimos, 

puede tenerse como una controversia de carácter “objetivo”). (pág. 

11) 

 

Que si bien lo acotado por los investigadores mexicanos se encuentra 

dirigido al ámbito constitucional, es cierto también que las sentencias por si mismas 

poseen un concepto universal y que de acuerdo al ámbito de aplicación, tutelarán 

diversos de forma diferenciada; por lo que es idónea la concepción de estos al 

definir sentencia como la decisión que realiza el juzgador, analizando el caso en 

concreto y determinando a cuál de las partes le asiste el derecho, plasmando dicha 

decisión en una resolución judicial poniéndole fin a la Litis en la instancia. 

Bajo la misma perspectiva constitucional se encuentra lo indicado por José 

Miguel Rojas Bernal (2012) en su libro titulado Medidas Cautelares y ejecución de 

sentencias constitucionales, realiza una aproximación al concepto de sentencia: 

(…). Asimismo, es una decisión definitiva, bien porque fue 

emananda en primera o segunda instancia por el Poder Judicial, sin 

haber sido impugnada (en el caso de los procesos de la libertad), bien 

porque el órgano decisor fue el Tribunal Constitucional (a través del 

recurso de agravio, o directamente en los procesos de control 

orgánico) (pág. 17) 

 

La sentencia implica más que ser una resolución judicial, pues es una 

resolución que contiene una decisión judicial, donde el juez de primera instancia da 

por concluido el proceso dirimiendo la Litis que motivó el proceso; significando el 

fin del trámite procesal. 

Por otro lado, la Real Academia de la Lengua Española define favorable 

como “el adjetivo que favorece a algo” (Real Academia de la Lengua Española. 



 

26 

 

RAE, 2018), así pues, al relacionar los términos sentencia y favorable, como lo 

sugiere el texto del artículo 615° del Código Procesal Civil, podríamos afirmar que 

la sentencia favorable existe cuando la decisión judicial emitida favorece a quien 

ha solicitado tutela jurisdiccional efectiva. 

 

2.1.1.1. EFECTOS DE LAS SENTENCIAS FAVORABLES. 

Habiendo definido que es sentencia, ahora es importante determinar los 

efectos de esta y de ser el caso si estos pueden obtenerse bajo la aplicación del 

artículo 615° del Código Procesal Civil, materia de cuestionamiento en esta 

investigación. 

Es así, que dentro de la perspectiva de Cecilia Rosende Villar (2001), en su 

artículo de la revista Chilena de Derecho en su Volumen 28 describe una 

concatenación de sucesos que explican los efectos de la sentencia: 

Una vez alcanzada una decisión sobre el objeto del proceso, se dicta 

sentencia de fondo que constituye el fin del proceso. En ella el juez 

pronuncia su voluntad sobre la controversia jurídica y las partes ven 

satisfecho su derecho a una sentencia con un determinado contenido. 

De esta se derivan aquellos efectos principalmente buscados por el 

juez y por las partes con el proceso; si bien como hemos visto antes, 

de la sentencia se pueden derivar otros, que escapan del ámbito de 

decisión del órgano judicial y que se producen a causa de la 

interdependencia de las relaciones en la realidad jurídica. Así, 

comprobada la existencia de una multiplicidad de efectos derivados 

de la sentencia, no solo frente a las partes del proceso, sino también 

frente a terceros ajenos al mismo, ha de procederse a una 

sistematización de los distintos tipos, así como de las características 

de cada uno. (pág. 493) 
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Cecilia enfoca el origen de los efectos en un acto voluntario por parte del 

juez materializado en su sentencia, motivado por los hechos, medios probatorios y 

argumentos proporcionados por las partes, aplicando la norma al caso en concreto. 

De esta manera, los efectos que se advierten, emergen de la voluntad del órgano 

jurisdiccional y no solo tienen un efecto directo con las partes intervinientes en el 

proceso, sino que también con terceras personas ajenas aparentemente al proceso, 

que a esto le llamamos el impacto social de una decisión judicial y que no es más 

que la trascendencia de las mismas en la sociedad. 

Asimismo, en relación a esta investigación este enfoque ayuda a ver la 

importancia que tiene la correcta aplicación de la norma, en este caso del artículo 

615° del Código Procesal Civil, pues esta decisión no solo tendrá efectos inter 

partes que intervienen en el proceso, sino que la incorrecta aplicación de esta norma 

mantendrá los altos índices de ineficacia de las sentencias ante el trámite oneroso y 

prolongado que bajo esta aplicación se ofrece.  

Los efectos de una sentencia pueden ser diversos, pues no todas las 

sentencias han sido emitidas bajo un mismo parámetro, materia o caso; pero lo que 

sí es claro, que el impacto social que esta emana al emitirse constituiría una 

consecuencia de la sentencia como decisión que pone fin al proceso. 

Sin embargo, todos los efectos que produce la sentencia, serán desplegados 

cuando esta se encuentre en la etapa de ejecución, y esta condición se logra cuando 

obtiene la autoridad de cosa juzgada, para lo cual los autores Alfredo Carrillo 

Lozada y Sergio Gianotti Paredes (2013) en su artículo aportado a la revista Ius Et 

Veritas en su edición número 47 tienen como referencia lo siguiente: “Couture 

definió con singular precisión y claridad el concepto de cosa juzgada: Es la 
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autoridad y eficacia de una sentencia judicial cuando no existen contra ella medios 

de impugnación que permitan modificarla” (pág. 376).  

Básicamente el punto de referencia en cuanto a los efectos que surten a partir 

de la sentencia se encuentran estrechamente ligados al momento y lugar en que la 

norma le permite a las partes ejecutar una sentencia, pues de forma progresiva 

tenemos que en el momento en que la sentencia entra en etapa de ejecución 

(indistintamente del modo de ejecución), inicia el despliegue de sus efectos para los 

cuales fue emitida (de acuerdo a los términos específicos determinados en la 

sentencia), sea el caso de un divorcio, cuando no solamente se ha emitido la 

sentencia y dispone el divorcio mismo, sino que su principal efecto será la 

disolución del vínculo matrimonial, división y partición de bienes conyugales, 

pensión de alimentos de haber hijos menores de edad o mayores de edad con los 

respectivos apremios de ley. 

La aplicación extensiva de la norma, en este caso del artículo 615° del 

Código Procesal Civil, está generando un quiebre en la legislación peruana, pues al 

emitirse una sentencia se entiende que en un momento determinado iniciará su 

ejecución, satisfaciendo la pretensión de quien solicito tutela jurisdiccional 

efectiva; sin embargo, actualmente se exige un trámite totalmente innecesario e 

injustificado, logrando ineficacia de las decisiones judiciales, así como, 

desconfianza en el sistema judicial peruano. 

Pues a criterio de la investigadora, la aplicación del artículo 615° del Código 

Procesal Civil debe darse única y exclusivamente en el periodo comprendido desde 

la emisión de primera instancia y el plazo de impugnación; y, que cuando la 

sentencia adquiera autoridad de cosa juzgada, solo puedan plantearse medidas 
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ejecutivas mas no exigirse el artículo 615° del citado cuerpo legal, pues para este 

momento del proceso no se cumplen los presupuestos para aplicar dicha norma. 

 

2.1.1.2. GARANTÍA DEL RECONOCIMIENTO DE DERECHOS. 

 

El Estado peruano lleva en sí mismo un efecto garantista, pues la propia 

Constitución Política del Perú cautela los derechos fundamentales y los traslada a 

las leyes bajo su tutela a fin de salvaguardarlos y sirven para la determinación de 

los derechos que se discuten en un proceso y se reconocen o niegan mediante una 

sentencia, para cuyo efecto tales derechos se individualizan.  

 

Para el argentino Helio Juan Zarini (1998), en su libro Constitución 

Argentina Comentada y Concordada, realiza aproximaciones del sentido práctico 

de las garantías en el sistema constitucional: 

 

Las garantías aparecen como instituciones y procedimientos 

de seguridad creados a favor de los habitantes, para que éstos 

cuenten con medios de amparo, tutela o protección, a fin de hacer 

efectivos los derechos subjetivos (p. ej., habeas corpus, la acción de 

amparo, el habeas data, la defensa en juicio, la demanda y la 

excepción de inconstitucionalidad, etcétera). Las garantías deben 

pues, deparar una protección práctica a los derechos, llevada al 

máximo de su eficacia. (pág. 21) 

 

 

Bajo esta concepción de la Constitución Argentina en contraste con la 

legislación peruana, podremos concebir que, las garantías son los medios que el 

Estado proporciona a sus habitantes para poder ejercer sus derechos y es aquí donde 

el Estado despliega sus efectos protectores a fin de lograr una mejor tutela de 
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derechos a través de las garantías constitucionales (las cuales serían las garantías 

constitucionales). Por otro lado, el Sistema Jurídico Peruano, ofrece a aquellos que 

se encuentran inmersos en un proceso judicial principios protectores del proceso y 

de los derechos de las partes. 

Asimismo, con el efecto garantista del sistema jurídico peruano, se logra 

que dentro de los parámetros ya establecidos la protección de derechos reconocidos 

(de ser el caso) o de la constitución de estos.  

 

Se ha tratado a la constitución como un cuerpo normativo fuente de 

garantías, así como, a las garantías por sí mismas y como mecanismos protectores 

de derechos de los ciudadanos; sin embargo, es preciso referirse al Mexicano 

Alberto Ricardo Dalla Via (2003) en su libro titulado Estudios sobre Constitución 

y economía, en el cual vincula a ambas concepciones: 

 

Una vertiente que representa un aporte verdaderamente significativo 

para la concepción del garantismo vinculada a la constitución es la 

proveniente del ‘‘contrato social’’, y la consecuente consideración 

de la constitución como expresión escrita o formal del contrato. Esta 

concepción se encuentra estrechamente vinculada a la que García 

Pelayo denominó la tipología ‘‘racional-normativa’’ de la 

constitución. (pág. 34) 

 

Al referirse a la Constitución como la expresión escrita o formal del contrato 

que existe entre los ciudadanos y el Estado, contrayendo deberes y obligaciones 

ambas partes, en el caso de los ciudadanos, conceden el poder al Estado para que 

ejerza gobierno sobre ellos y en cuanto concierne al Estado se compromete a 

proteger el interés común respetando las normas que en mérito al poder conferido 

fueron dictadas y en respuesta a ello los gobernados se obligarán a cumplir con lo 
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dispuesto en la Constitución y en aquellas normas que de esta carta magna se 

desprendan. 

Dentro de esta reciprocidad de deberes y obligaciones, se encuentra la 

Tutela Jurisdiccional Efectiva, reconocida en el Art. I del Título Preliminar del 

Código Procesal Civil, el cual indica: Toda persona tiene derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con 

sujeción a un debido proceso; debiendo el Estado a través del poder judicial ejercer 

tutela jurídica sobre los intervinientes en el proceso que se inicia con las debidas 

garantías y por otra parte el solicitante se obliga a acatar dichos parámetros, así 

como de respetar las decisión que el juez dictamine, en cuanto no se vulneren sus 

derechos y para tal caso existen medios de defensa proporcionados por el poder 

legislativo. 

Teniendo en cuenta que a cambio de someterse a la tutela jurisdiccional el 

ciudadano recibe la garantía de tener un debido proceso, el cual respeta parámetros 

establecidos que llevarán a un resultado justo y probado con el cual se liberaran sus 

derechos que cree vulnerados o recibirá el reconocimiento de uno de ellos según 

sea su pretensión. 

Como se aprecia, el garantismo del Estado Peruano plasmado en la 

Constitución Política del Perú se da a través de sus poderes (Legislativo, Ejecutivo 

y Judicial); en este caso, es el Poder Judicial quien a través de los jueces va a 

declarar el reconocimiento o constitución de un derecho que mediante una demanda 

se pretendió y esto se materializará en una sentencia. Sin embargo, el trabajo del 

Poder Judicial no queda en la declaración de esta sentencia, sino que para que esta 

sea efectiva y se trasladen sus efectos a la realidad tiene que ejecutarse, porque de 
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otro modo quedaría como una declaración de voluntad jurisdiccional sin efecto 

alguno.  

Y, la garantía de que los derechos de las partes sean reconocidos en una 

instancia judicial no solo dependen de una resolución que lo determine como tal, en 

este caso la Sentencia, también dependen de la ejecución de esta y del 

procedimiento que hay que llevar para que surta sus efectos lo antes posible sin 

costos elevados que dificulten tales fines. Es por ello que la investigadora cuestiona 

el actual procedimiento que los órganos jurisdiccionales aplican a esta etapa 

procesal; dicho de otro modo, con la aplicación del artículo 615° en la etapa de 

ejecución se transgrede los fines céleres y garantistas que el Estado ofrece a los 

litigantes, pues si bien con la Sentencia se ha alcanzado el reconocimiento del 

derecho es cierto también que el ciudadano (parte del proceso), quien obtuvo 

sentencia favorable tiene derecho a ejecutarla con un trámite simple y sobre todo 

económico para él. 

 

2.1.1.3. EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS 

La ejecución, como se ha tratado en esta investigación, es la etapa donde la 

sentencia ha alcanzado su apogeo, pues es aquí donde despliega sus efectos, donde 

se cumplen los puntos y términos que en ella se han dispuesto, tal peculiaridad se 

puede relacionar con el concepto de su eficacia y entenderla a ésta como la 

materialización de la tutela jurisdiccional efectiva. 

El Tribunal Constitucional en el Fundamento 6 de la sentencia dictada en el 

Expediente N° 8123-2005-PHC/TC, vincula la tutela jurisdiccional efectiva con la 

eficacia de la sentencia en el siguiente texto: 
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Mientras que la tutela judicial efectiva supone tanto el derecho de 

acceso a los órganos de justicia como la eficacia de lo decidido en la 

sentencia, es decir, una concepción garantista y tutelar que encierra 

todo lo concerniente al derecho de acción frente al poder-deber de la 

jurisdicción, el derecho al debido proceso, en cambio, significa la 

observancia de los derechos fundamentales esenciales del procesado, 

principios y reglas esenciales exigibles dentro del proceso como 

instrumento de tutela de los derechos subjetivos. (Sentencia del 

Tribunal Constitucional, 2005) 

 

Evidentemente la tutela jurisdiccional efectiva no es solo un principio que 

garantiza reconocimiento de derechos, esta es fuente de eficacia pues si bien cautela 

el tránsito procesal y protege los derechos y actos inter partes, también es cierto que 

como indica el Tribunal Constitucional tutela la ejecución de la sentencia, 

encerrando así el ciclo de poder y deber que existe entre el poder judicial y los 

administrados.  

Así se puede observar lo mencionado por el Tribunal Constitucional en el 

Fundamento 11 de la sentencia dictada en el Expedientes N.º 015-2001-AI/TC, N.º 

016-2001-AI/TC y N.º 004-2002-AI/TC. 

El derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales no es sino 

una concreción específica de la exigencia de efectividad que 

garantiza el derecho a la tutela jurisdiccional, y que no se agota allí, 

ya que, por su propio carácter, tiene una vis expansiva que se refleja 

en otros derechos constitucionales de orden procesal (v. gr. derecho 

a un proceso que dure un plazo razonable, etc). 

El derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales garantiza 

que lo decidido en una sentencia se cumpla, y que la parte que obtuvo 

un pronunciamiento de tutela, a través de la sentencia favorable, sea 

repuesta en su derecho y compensada, si hubiere lugar a ello, por el 

daño sufrido. (Sentencia del Tribunal Constitucional, 2004) 
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Como bien lo indica el Tribunal, la ejecución de una resolución judicial y 

con mucha más razón la sentencia, que también lo es, más que un deber del órgano 

jurisdiccional es un derecho que asiste a todos los ciudadanos, aquella condición 

que por ley se reconoce. Esta referencia corresponde al hecho reciproco de poder 

otorgado y reconocimiento de derechos comunes y no particulares que los peruanos 

poseen. Debe tomarse lo indicado como una compensación que realiza el órgano 

jurisdiccional por aquella vulneración del derecho respecto del cual se solicita el 

resarcimiento y que la decisión dirimente sea llevada al plano real y logre los fines 

para lo cual fue dictada.  

Por lo tanto, corresponde al órgano jurisdiccional a través de la tutela 

jurisdiccional efectiva hacer que la Sentencia despliegue sus efectos en ejecución, 

para lo cual, Antonio María Lorca Navarrete (2003) en su artículo titulado El 

Derecho Procesal como Sistema de Garantías publicado en la revista Boletín 

Mexicano de Derecho Comparado, cita lo siguiente en referencia a la función 

jurisdiccional: 

Cuando el derecho procesal regula el ejercicio de la función 

jurisdiccional, consistente en juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, se 

está primando el sistema de garantías que contiene, no siendo 

afortunado señalar que el derecho procesal contempla, 

fundamentalmente la aplicación ----vertiente instrumental---- a 

través de su normativa específica, del ordenamiento jurídico ya sea 

civil, laboral, penal, o, en fin, contencioso-administrativo. (pág. 532) 

 

Antonio Lorca hace una aproximación del fin del derecho procesal, 

concibiéndolo como el medio por el cual se hará efectiva la tutela a través de la 

emisión de la sentencia y con su ejecución se completa plenamente el ciclo 

proteccionista del Estado. Asimismo, esta ejecución se vincula al proceso, para ello 
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es necesaria una normativa específica, no solo en cuanto a la materia sino también 

al punto de aplicación en el proceso, pues para lograr eficacia de una sentencia es 

necesario la implementación de medios eficaces, rápidos y suficientes para dicho 

fin. 

Tales medios referidos, se pueden observar como las herramientas 

necesarias de las que se sirve el sentido garantista del proceso con el fin de alcanzar 

los efectos de las sentencias que conlleven a la ejecución de los derechos que se 

reconocen.  
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2.1.2. IMPUGNACIÓN DE SENTENCIA 

 

Definir impugnación de sentencia nos remite a la pregunta de ¿Qué es 

impugnación? y ¿Qué efecto tiene contra la sentencia?, para responder las 

interrogantes tenemos que el Diccionario de la Lengua Española define impugnar 

como “verbo transitivo de combatir, contradecir, refutar” así como “verbo 

transitivo de interponer un recurso contra una resolución judicial” (Real Academia 

de la Lengua Española. RAE, 2018). Entonces, redirigiendo las definiciones 

brindadas por la Real Academia de la Lengua Española, se entiende por 

impugnación de sentencia a la acción de interponer un recurso contradictorio el cual 

tiene como finalidad combatir los argumentos expresados en la sentencia para de 

esta forma modificar la decisión en todo o en parte de su contenido. 

 

Al respecto, Hilda Fingermann en su comentario publicado en la web La 

Guia, bajo el título de Impugnación de sentencias, refiere lo siguiente: 

La impugnación de las sentencias judiciales es el medio por el cual 

puede ponerse remedio al error en una decisión judicial que causa un 

agravio injusto a una de las partes, como garantía procesal a la buena 

administración de justicia. También tiende a lograr la unidad 

jurisprudencial, sobre todo a través de la casación. (Fingermann , 

2010) 

 

En su comentario Fingermann, concibe la impugnación de sentencia como 

el medio de oposición ante un error en el contenido lato de la sentencia, es decir, en 

la motivación de la decisión, tanto en su sentido como en su proporción, 

determinándose el fin garantista de este recurso ante la posible vulneración de 

derechos constitucionales, como por ejemplo el debido proceso. Asimismo, resalta 
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la importancia de la unificación jurisprudencial, teniendo en cuenta que en este 

punto el sistema judicial peruano aplica la norma tanto como lo pueda interpretar y 

definitivamente esto nos lleva ante un inmenso problema pues las normas se aplican 

correctamente en un juzgado mientras que por otro lado y con otro criterio se 

resuelve de forma totalmente diferente, es cierto, que en cuestiones de recursos esta 

incertidumbre jurisprudencial se ha eliminado con la creación de la casación, pero 

como es el caso del artículo 615° del Código Procesal Civil aún no se ha 

determinado este medio regulador de unificación, dejando su aplicación al libre 

albedrio de la justicia peruana.  

 

Asimismo, la costarricense Dayna Monterrosa Bryan (2017), en su trabajo 

de investigación titulado Los recursos ordinarios en el Sistema de Impugnación del 

nuevo Código Procesal Civil, Ley N° 9342, indica lo siguiente respecto a la 

impugnación;   

Esta teoría estudia los principios generales y aspectos específicos de 

los distintos medios de impugnación, por lo cual, sirve para regular 

los medios de impugnación de las distintas materias (civil, penal, 

agraria, laboral y otras.). Su importancia radica en que sirve, para 

garantizarles a los ciudadanos la protección de sus derechos, cuando 

estos son violentados por un acto desviado de las formas requeridas 

para su realización o por una decisión injusta.  

La finalidad misma, de que exista una teoría de la impugnación, es 

restablecer los derechos que se hayan violentado, por causa de 

alguna la irregularidad de las actuaciones judiciales y los errores que 

puedan cometer los jueces, al fallar las decisiones de los casos. (pág. 

7) 
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El concepto de Costa Rica coincide en gran parte con la concepción que el 

sistema peruano crea alrededor de la impugnación como derecho de las partes, pues 

en ambos sistemas se concibe a la impugnación como un mecanismo de defensa y 

control hacia los jueces, quienes son los que operan y aplican la norma al caso en 

particular.  

Del mismo modo, la norma procesal proporciona diversos medios 

impugnatorios con el fin de materializar el derecho de oposición y defensa que 

asisten a las partes inherentemente a la posición que ocupen en el proceso 

(demandante o demandado). 

Ante ello, el profesor Antonio Álvarez del Cuvillo, en el tema 12 del curso 

de Derecho Procesal Laboral impartido en la Universidad de Cádiz titulado Los 

Medios de Impugnación, indica: 

Los medios de impugnación son mecanismos procesales a través de 

los cuales las partes en un proceso pueden pedir la revisión de las 

resoluciones judiciales dictadas, pretendiendo su modificación o 

anulación. Su objetivo principal es el de minimizar el error judicial. 

El derecho a la tutela judicial efectiva comprende la facultad de 

invocar los medios de impugnación previstos por la ley; esto quiere 

decir que el legislador no está obligado a establecer medios de 

impugnación pero que, una vez establecidos, la denegación 

injustificada del acceso a estos instrumentos de tutela vulnera el 

derecho constitucional. (pág. 1) 

 

Antonio Álvarez reconoce a los medios de impugnación como el mecanismo 

de defensa post resolución, en este caso después de la sentencia, con el fin de 

advertir errores procesales en el contenido de la sentencia, teniendo como 

consecuencia la modificación o anulación de dicha resolución. También se 

reconoce que la invocación de los medios impugnatorios no es más que la facultad 
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que la tutela jurisdiccional efectiva proporciona a quien se ha sometido a un proceso 

judicial. 

Concluyendo de esta manera, que la impugnación de sentencia, es un 

derecho constitucionalmente reconocido, es por ello que la misma norma reconoce 

a las partes, medios impugnatorios que son los mecanismos por los que se 

materializa este derecho a fin de ejercer un control directo a la motivación en todo 

o en parte del contenido de la Sentencia. 

 

2.1.2.1. LIMITES DEL DERECHO DE IMPUGNACION. 

 

Hernán Jordán Manrique (2005) en su aporte a la Revista Foro Jurídico de 

la Pontificia Universidad Católica del Perú, titulado Los límites al derecho de 

impugnación en general y la apelación en particular: Una visión desde la 

perspectiva de la efectiva tutela jurisdiccional, respecto a los límites del derecho de 

impugnación señala lo siguiente: 

Un correcto ejercicio de los medios impugnatorios tiene un límite 

cierto y relevante, cual es el no prolongar la pendencia del litigio 

hasta el punto que las expectativas de finalización de la parte que 

resulte vencedora sean inejecutables o líricas, pues la justicia que 

reciba será tardía una vez firme la resolución o decisión impugnada. 

(pág. 72) 

 

La Ley peruana proporciona medios impugnatorios como medios de defensa 

de las partes cuando estas adviertan errores o vicios en el proceso; sin embargo, este 

derecho no se encuentra plenamente concedido, pues se da el caso que el ejercicio 

abusivo de este derecho atenta gravemente contra el proceso en su integridad 
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logrando fracturar el sistema judicial contraviniendo la celeridad y economía 

procesal sin dejar de mencionar el debido proceso como tal.  

Si se quiere determinar los límites del recurso de impugnación es importante 

referirse a la admisibilidad del recurso impugnatorio, mismo previsto en el artículo 

357° del Código Procesal Civil en el cual indica “Los medios impugnatorios se 

interponen ante el Órgano Jurisdiccional que cometió el vicio o error, salvo 

disposición en contrario. También se atenderá a la formalidad y plazos previstos en 

este código para cada uno”. La admisibilidad constituye un primer limite al derecho 

impugnatorio pues la norma regula puntualmente la oportunidad de interponerlo y 

Órgano ante el cual se deberá recurrir para tal fin, teniéndose en consideración que 

existe una formalidad que deberá seguirse para que el Juez que cometió el vicio o 

el Juez Superior pueda revisar si existe o no vulneración de derechos en las 

resoluciones emitidas por el Juez del proceso. Sin embargo, este no es el único 

límite que la ley franquea a este derecho, tenemos la prohibición del doble recurso 

impugnatorio contra una misma resolución, así como, en el caso del recurso de 

apelación a fin de salvaguardar el debido proceso dotado de celeridad y economía 

procesal se ha regulado los efectos con los cuales se concederá este recurso; y, 

respecto a ello Jordán Manrique en su artículo materia del comentario señala: 

 

Si todas las apelaciones fueran concedidas con efecto suspensivo, 

nos encontraríamos ante un proceso aún más largo y tedioso que el 

actual, propicio para que el litigante de mala fe eternice el proceso a 

fin de persuadir el abandono en la otra parte. Por ello, es un acierto 

que en resoluciones de una menor relevancia se establezca la 

apelación sin efecto suspensivo. (pág. 84) 
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Jordán Manrique hace un comentario respecto a la importancia de limitar mediante 

el efecto que pueda proporcionarse a la concesión de una apelación en relación a la 

resolución impugnada, es decir, de acuerdo a lo resuelto en la impugnada se darán 

los efectos a fin de no vulnerar el debido proceso. 

Sin embargo, teniendo en consideración que el tema que nos ocupa es la 

impugnación de sentencia, limitar el derecho impugnatorio en este caso resulta 

acertado, la admisibilidad en su caso es un filtro mediante el cual se exige cumplir 

con las formalidades previstas en la ley, tales como interponerlo ante el Juez que 

emitió la Sentencia, en el mismo Juzgado, fundamentando los errores de hecho y 

de derechos en que incurrió el Juez al emitir su pronunciamiento y sobre todo 

respetando los plazos concedidos para dicho recurso, asimismo, la improcedencia 

del doble recurso sanciona la interposición innecesaria y porque no decirlo 

temeraria de la parte vencida a fin de dilatar la futura ejecución de la sentencia. 

 

2.1.3. CUERDA SEPARADA 

 

Definir cuerda separada en el trámite procesal civil peruano resulta fácil de 

explicar, pues en la práctica y aun en el código adjetivo civil es un término que se 

utiliza con frecuencia cuando se trata de medidas cautelares, sin embargo, es preciso 

definir y determinar que significa exactamente; para lo cual el diccionario 

UniversoJus realiza un somero concepto jurídico sobre este: 

En el lenguaje jurídico se dice “por cuerda separada” para referirse 

a diligencias e incidentes agregados a los autos principales en forma 

que no entorpezcan su marcha; o sea, como su nombre lo indica, por 

cuerda separada, pero unida al expediente o juicio principal. 

(UniversoJus, 2018) 
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Se entiende que la cuerda separada implica un incidente un cuaderno de 

cierta manera independiente, pero a la vez ligado al expediente principal; 

Asimismo, tenemos otro punto importante que es el no entorpecimiento de actos, 

pues en un expediente principal los actos ahí ventilados tienen un trámite específico 

que por lo general se resuelve mediante resoluciones. Por otro lado, las medidas 

cautelares por si mismas ofrecen mecanismos diversos para lograr su ejecución, en 

algunos casos levantar actas en diligencias de embargo, lo que al tramitarlos en la 

misma cuerda procesal implicaría que actos destinados a la ejecución de la medida 

cautelar se vean limitados y de cierta forma advertidos por la parte afectada 

logrando así la sustracción de la obligación de ser el caso. 

Continuando con la cadena argumentativa, es cierto que este 

entorpecimiento de los actos principales y cautelares entre sí, se dan en etapa de 

trámite e incluso dentro del plazo de impugnación regulado por el artículo 615° del 

Código Procesal Civil; y he aquí el punto que cuando estamos en etapa de ejecución 

no hay actos principales posteriores a la declaración de cosa juzgada más que 

conseguir la ejecución de la sentencia y esto se lograría con las medidas de 

ejecución. 

Así pues, el Ordenamiento jurídico peruano además de indicar el ámbito de 

aplicación del cuaderno en cuerda separada para las medidas cautelares también lo 

delimita como un trámite en cuaderno especial, basándose en su característica 

máxima de la autonomía procesal, regulándose en el artículo 635° del Código 

Procesal Civil en el que indica: “Todos los actos relativos a la obtención de una 

medida cautelar, conforman un proceso autónomo para el que se forma cuaderno 

especial”, es decir, que los actos procesales destinados a la obtención de una medida 
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cautelar se llevarán a cabo dentro de un proceso independiente pero a la vez ligado 

al proceso principal. 

 

Para ello, Alexander Rioja Bermúdez, en su artículo jurídico publicado en 

la Web de Legis.pe, titulado La medida cautelar en el Proceso Civil, refiere lo 

siguiente:  

Desde el punto de vista de su tramitación o procedimiento, el proceso 

cautelar es independiente del proceso principal, en razón de que 

aquel se tramita en cuaderno especial y sigue en trámite diferente sin 

importar el estado procesal en el que se encuentra el principal. 

Esta autonomía es esencial ordenar mejor el proceso y para una 

tramitación más rápida, evitando el entorpecimiento mutuo de 

ambos procesos, garantizar además la reserva de los actos procesales 

necesarios para el dictado oportuno de la medida 

independientemente de la demanda principal. (Rioja Bermúdez, 

Legis.pe, 2018) 

 

 

Es claro que para Rioja Bermúdez la importancia de la autonomía procesal 

de la medida cautelar (por la cual se tramita en un cuaderno especial) implica 

rapidez en el trámite, así como en la reserva de los actos procesales necesarios para 

dictar la medida cautelar y su futura ejecución forzada; resaltando la facultad 

garantista que las medidas cautelares poseen, pues se habla de tutelar aparentes 

derechos que sin su protección pueden verse leve o gravemente vulnerados. 

 

Así también, David Florián Vigo refiere otro aspecto justificante del trámite 

en cuerda separada, haciendo un somero comentario y análisis al artículo 637° del 

Código Procesal Civil, lo siguiente:  
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Como se ha podido apreciar claramente el sistema peruano 

de medida cautelar es: el de inaudita altera pars. Tal modelo significa 

que para determinar el dictado o no de la medida cautelar no se pone 

en conocimiento de la otra parte (corre traslado) del pedido a la otra 

parte, sino que se dicta sin el contradictorio correspondiente, con 

solo los argumentos y caudal probatorio aportado por el peticionante 

(…) (pág. 840). 

 

Una parte importante del trámite especial en cuaderno separado, es que este 

trámite sea sin audiencia de la parte afectada con la medida, es así como de esta 

manera se cautela el futuro cumplimiento de la sentencia evitando que el afectado 

se sustraiga de cumplir con la futura sentencia. Sin embargo, el centro de esta 

investigación va orientado a la etapa de ejecución con lo cual las medidas cautelares 

y sus características son inaplicables a esta etapa, pues ya hay un pronunciamiento 

respecto al fondo de la Litis. 

En consecuencia, el trámite en cuerda separada no encuentra justificación 

de su procedimiento en los procesos en etapa de ejecución, pues como se había 

detallado antes no existen actos que puedan entorpecer el correcto funcionamiento 

del trámite ejecutivo de una sentencia, pues lo que se busca es efectivamente la 

ejecución de la misma y que mejor modo de hacerlo que regulando medidas de 

ejecución dentro del mismo cuaderno conservando el principio de inaudita altera 

pars hasta que la medida ejecutiva se haya materializado, teniendo 

provisionalmente actos reservados de forma parecida a la de una medida cautelar 

proporcionando oportunidad para la defensa del ejecutado según corresponda.  

Concluyendo, las medidas cautelares en sí mismas revisten de formalidades 

propias para su futura ejecución forzada estando sujetas a la resulta de un proceso 

principal, es decir, goza autonomía procedimental. Es preciso indicar que las 



 

45 

 

medidas de ejecución no son medidas cautelares, pues las medidas cautelares 

cautelan el cumplimiento de una futura decisión, mientras que las medidas de 

ejecución tienen como fin cumplir la decisión emitida con autoridad de cosa 

juzgada, siendo esta última la condición fundamental para su aplicación en el 

proceso. 

 

  



 

46 

 

2.2. LA JUSTIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 615 EN LA EXPOSICIÓN DE 

MOTIVOS DEL CÓDIGO. 

 

El sistema jurídico peruano es cambiante y evoluciona conforme lo hace la 

sociedad que lo conforma, es así como el sistema procesal también ha sufrido 

cambios en su normativa; en cuanto a la ejecución de sentencias y los mecanismos 

utilizados para lograr la misma.  

Sin embargo, conforme se ha ido evolucionando en cuanto a contenidos, 

también se ha dejado de lado elementos y conceptos que hoy son necesarios para el 

correcto desarrollo del proceso, en este caso civil. 

Si bien en el artículo 608° del Código Procesal Civil vigente señala lo 

siguiente: 

Artículo 608. Juez competente, oportunidad y finalidad 

El juez competente para dictar medidas cautelares es aquel que se 

encuentra habilitado para conocer de las pretensiones de la demanda. 

El juez puede, a pedido de parte, dictar medida cautelar antes de 

iniciado el proceso o dentro de éste, salvo disposición distinta 

establecida en el presente Código. 

Todas las medidas cautelares fuera de proceso, destinadas a asegurar 

la eficacia de una misma pretensión, deben solicitarse ante el mismo 

juez, bajo sanción de nulidad de las resoluciones cautelares dictadas. 

El solicitante debe expresar claramente la pretensión a demandar. 

La medida cautelar tiene por finalidad garantizar el cumplimiento de 

la decisión definitiva. (pág. 212) 

 

En este artículo describe tres conceptos competencia, oportunidad para 

presentarse y la finalidad con que se emite una medida cautelar; teniendo en cuenta 

que el efecto finalista de la medida cautelar como tal es la de garantizar el 

cumplimiento de una decisión definitiva que por obvias razones aún no ha sido 

dictada. 
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Asimismo, a su propio estilo el Código de Procedimientos Civiles 

actualmente derogado en su artículo 71° y 156° señala su ámbito de aplicación y 

procedencia: 

Art. 71 .- (MEDIDAS PRECAUTORIAS).  

Desde el momento en que un litigante hubiere sido declarado 

rebelde, podrán decretarse, si la otra parte lo pidiere, las medidas 

precautorias necesarias para asegurar el objeto del juicio. (pág. 11) 

 

Art. 156.- (PETICION DE MEDIDAS PRECAUTORIAS). 

Antes de presentarse la demanda o durante la sustanciación del 

proceso pueden pedirse las medidas precautorias siguientes: 1) 

Anotación preventiva. 2) Embargo preventivo. 3) Secuestro. 4) 

Intervención. 5) Prohibición de celebrar actos o contratos sobre 

bienes determinados. (pág. 23) 

 

Para empezar el Código de procedimientos Civiles diferencia entre las 

medidas precautorias y medias preparatorias, en cuanto las primeras se interponían 

durante el proceso cuando el demandado hubiese incurrido en rebeldía y en cuanto 

a las segundas el código faculta a ambas partes a proponerlas cuando el proceso aún 

no se hubiese instaurado; todo ello a fin de asegurar el objeto del juicio. 

Es claro que, para ambos códigos adjetivos civiles existen medidas 

destinadas al aseguramiento de una futura decisión definitiva en un proceso, pues, 

como se puede apreciar el contenido y las denominaciones han evolucionado, pero 

en sustancia y fin sigue siendo el mismo, continuando con ese fin proteccionista 

que el sistema procesal concede. 

A diferencia del Código de Procedimientos civiles derogado, el Código 

Procesal Civil delimita el ámbito de aplicación de las medidas cautelares, teniendo 

como límite la sentencia y como regulación extraordinaria como caso especial, este 

código proporciona el artículo 615° del Código Procesal Civil:  
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Caso especial de procedencia.- 

Artículo 615.- Es procedente el pedido de medida cautelar de quien 

ha obtenido sentencia favorable, aunque fuera impugnada. El pedido 

cautelar se solicita y ejecuta en cuerda separada ante el Juez de la 

demanda, con copia certificada de los actuados pertinentes, sin que 

sea preciso cumplir los requisitos exigidos en los incisos 1. y 4. del 

Artículo 610. (pág. 216) 

 

A pesar de haber evolucionado este código al proporcionar la regulación de 

una medida cautelar especial para el caso que se haya obtenido sentencia favorable 

pero que no ha quedado firme, pudiendo para los efectos solicitar una medida 

cautelar a fin de asegurar el futuro cumplimiento de la sentencia ya dictada y que 

se encuentra en plazo de impugnación. 

Pero esta evolución quedó hasta allí pues en cuanto a la ejecución de la 

sentencia se dio un retroceso normativo, pues en el código de procedimientos civiles 

se hacía una aproximación a este procedimiento en su artículo 520°, conforme se 

indica en el siguiente texto: 

Art. 520.- (CONDENA A PAGO DE SUMA LIQUIDA Y 

OBLIGACIONES DE DAR).  

I. Cuando la sentencia condena al pago de suma líquida y 

determinada y el demandado no la cumpliere hasta el tercero día de 

su notificación. se procederá al embargo y secuestro de sus bienes y 

luego a la subasta y remate. (pág. 78) 

 

Si bien este código no es muy explícito, basta con leer el contenido para 

poder advertir que cumplido sea el plazo establecido luego que la sentencia haya 

quedado firme se procederá al embargo con posterior remate, es cierto que faltan 

algunas acotaciones, sin embargo cuando se refiere a embargo o secuestro se refiere 

a medidas de ejecución que la investigadora plantea, así como, es muy importante 

señalar que para dichas medidas no advierten formación de un incidente (cuaderno 
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aparte), sino que señala aquella medida ejecutiva y subsiguientes actos como 

propios y continuados del proceso principal. Con ello es preciso indicar que a la 

legislación peruana actual le hace falta este artículo con cierto enriquecimiento 

textual para que sea más eficaz. 

Es importante indicar que el Grupo de Trabajo constituido mediante 

Resolución Ministerial N° 0181-2017-JUS ha emitido mediante Resolución 

Ministerial N°0070-2018-JUS con fecha 05 de marzo del año 2018 

 b. Medidas ejecutivas y medidas provisionales.  

Algo que llamará la atención es que ya no existe la regulación 

específica sobre cómo ejecutar las medidas provisionales (sobre todo 

las medidas cautelares para futura ejecución forzada) en el libro IV, 

tal como ocurría en el Código Procesal Civil de 1993. Toda esta 

regulación ha pasado a integrar el libro V, concretamente el título 

sobre medidas ejecutivas. Esta opción tiene varias razones. Las 

medidas ejecutivas, como especie de los actos ejecutivos, son 

aquellas que están destinadas a afectar bienes para, posteriormente, 

mediante ejecución forzada, permitir que el ejecutante se haga el 

cobro respectivo. La medida ejecutiva es lo que por muchos años se 

ha conocido como embargo ejecutivo y que, por razones 

inexplicables, fue suprimido en el Código Procesal Civil de 1993. 

Para procesos de ejecución –principalmente aquellos en donde se 

busca el cumplimiento de una obligación de dar suma de dinero–, la 

medida ejecutiva es el instrumento principal para afectar el 

patrimonio del ejecutado. La propuesta, en ese sentido, dispone de 

un amplio catálogo de medidas con su respectiva regulación, a fin de 

indicar al juez los criterios que debe adoptar para satisfacer el 

derecho del ejecutante. (pág. 27) 

 

Esta aproximación lleva el mismo sentido que la propuesta de la 

investigadora, pues como se había referido la supresión de la normativa que 

regulaba las medidas de ejecución llevó al retroceso procesal; asimismo, es 

importante indicar que este proyecto de reforma del actual Código Procesal Civil 

abre la posibilidad de variar e implementar medidas ejecutivas como tal, dejando 
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de lado la parte procesal que de cierta manera si tenía el Código de Procedimientos 

Civiles derogado. 

En consecuencia, al Sistema Jurídico Procesal Peruano aún le falta texto por 

implementar, en cuanto al procedimiento, pues no es productivo emitir normas 

cuando aún no se ha regulado el procedimiento de su aplicación.  

  



 

51 

 

CAPITULO III 

LAS MEDIDAS CAUTELARES COMO ESTRUCTURA PROCESAL 

GARANTISTA PARA LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA. 

 

El Derecho civil Peruano es el ente regulador de las relaciones de la sociedad 

peruana, sin embargo, cuando estas relaciones entre individuos de una misma 

sociedad, en este caso la peruana, o las relaciones con extranjeros se ven afectadas 

por conflictos de intereses, surge el Derecho Procesal Civil, es decir si bien la Ley 

Civil proporciona normas para solucionar los conflictos surgidos, por medio del 

proceso civil se pondrá en ejecución aquellas normas contenidas en el cuerpo 

sustantivo descrito. 

Cuando existen conflictos de intereses entre dos o más ciudadanos, 

persiguiendo algunos el resarcimiento por daño causado y en otros la declaración 

de un derecho es que acuden al órgano jurisdiccional y ante el cual se someterán 

bajo su tutela. Entonces, una vez inmersos en un proceso judicial e incluso antes de 

éste, la Ley Procesal Civil faculta al interesado la solicitud de una medida cautelar 

a fin de asegurar el futuro cumplimiento de la Sentencia. 

Determinándose a las medidas cautelares como medidas preventivas o 

aseguradoras de la ejecución de la decisión final, entiéndase con ello que para que 

esta decisión sea ejecutada deberá tener autoridad de cosa juzgada.  

Que se ha hablado mucho de la oportunidad procesal en la que deben 

solicitarse las medidas cautelares, pues en su texto expreso indica claramente que 

para su procedencia es determinante que el proceso no haya una decisión firme; Sin 

embargo, cuando el trámite de un proceso ha concluido y este se encuentra en etapa 
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de ejecución, qué deberá hacer el Juez de primera instancia para consentir la 

ejecución de una sentencia, pues la norma no ha contemplado este supuesto, es el 

caso en que aparece el artículo 615° del Código Procesal Civil que en su texto 

indica: Es procedente el pedido de medida cautelar de quien ha obtenido sentencia 

favorable, aunque fuera impugnada. El pedido cautelar se solicita y ejecuta en 

cuerda separada ante el Juez de la demanda, con copia certificada de los actuados 

pertinentes, sin que sea preciso cumplir los requisitos exigidos en los incisos 1. y 

4. del Artículo 610, mediante este artículo se regula la etapa de transición entre la 

emisión de la Sentencia y el plazo de impugnación, es decir, en este punto aun 

procede una medida cautelar pues la sentencia dictada no tiene autoridad de cosa 

Juzgada.  

Actualmente después de haber adquirido autoridad de cosa juzgada, la 

normatividad peruana no regula la etapa de ejecución de sentencia, razón por la 

cual, el Juez realiza la extensión del artículo 615° del Código Procesal Civil y lo 

que se logra es un alto índice de ineficacia de las sentencias; pues se exige un trámite 

engorroso y sobre todo oneroso al vencedor.  
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3.1.1. Definición de medida cautelar 

 

Es indispensable definir las medidas cautelares en la legislación peruana en 

contraste con la legislación extranjera, asimismo, determinar etimológicamente 

cautelar; pues según el Diccionario de la Lengua Española define cautelar como 

“adjetivo derivado de preventivo. Dicho de una medida o de una regla: Destinada a 

prevenir la consecución de determinado fin o precaver lo que pueda dificultarlo” 

(Real Academia de la Lengua Española. RAE, 2018), y por otro lado define medida 

como “Disposición o prevención” (Real Academia de la Lengua Española. RAE, 

2018); asimismo, hace una aproximación al concepto de medida cautelar 

concibiéndolas como “medidas que se adoptan para preservar el bien litigioso o 

para prevenir en favor del actor la eficacia final de la sentencia. Se utilizan también 

en el procedimiento administrativo” (Real Academia de la Lengua Española. RAE, 

2018). En palabras sencillas medida cautelar es la disposición preventiva para 

asegurar el cumplimiento de una decisión judicial. 

 

Sin embargo, es necesario estudiar las opiniones y definiciones que la 

jurisprudencia nacional e internacional realiza respecto a las medidas cautelares, 

para lo cual, citaremos algunos autores y jurisprudencia. 
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Al respecto, José Miguel Rojas Bernal (2012) en su libro titulado Medidas 

cautelares y ejecución de sentencias constitucionales, medida cautelar es: 

 

(…) aquella providencia judicial que tiene por finalidad 

asegurar la eficacia de una resolución judicial principal, 

cuando existe peligro en la demora y apariencia de buen 

derecho. 

Su función, por lo tanto, es eminentemente aseguradora o 

preventiva, permitiendo así que la administración de justicia 

cumpla a cabalidad los objetivos que tiene 

constitucionalmente trazados, a la vez que protegiendo los 

derechos fundamentales concernidos en la resolución 

judicial principal. (pág. 37) 

 

En sentido estricto, se define a la Medida Cautelar como la disposición 

dictada por un Juez a fin de asegurar el cumplimiento de una decisión judicial, 

asimismo, cumple un rol preventivo pues lo que el solicitante de tutela cautelar 

pretende es que el derecho discutido en el proceso principal se vea cautelado hasta 

la resulta de la Litis. 

 

Del mismo modo, Alexander Rioja Bermúdez (2017) en su libro “Proceso 

de Ejecución de Garantías” refiere el significado de medida cautelar para la 

legislación peruana en el siguiente texto: 

 

La definición de medida cautelar, tiene un criterio teológico, 

es decir por los fines en sí mismo. Así, se define el proceso 

cautelar, como aquel que facilita a otro proceso principal la 

eficacia de sus efectos. 

(…) La doctrina nacional ha conceptualizado las medidas 

cautelares en disposiciones de precaución adoptadas por el 

juez, a instancia de parte, a fin de asegurar los bienes 

litigiosos y evitar la insolvencia del obligado o demandado 

antes de la sentencia. (pág. 210) 
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Decir que la medida cautelar nace en sincronía con sus fines, resulta 

acertado, pues si tenemos el concepto lato que la medida cautelar es la disposición 

que protege una decisión futura, no cabe la posibilidad que estas tengan fines 

disimiles a la protección y eficacia de una decisión judicial. 

  

Así pues, de acuerdo a su instrumentalidad Nathaly Zulema Cevallos 

Pachacama (2014) en su trabajo de investigación titulado Procedencia de las 

medidas cautelares como garantía constitucional de protección, considera lo 

siguiente:     

 

Las medidas cautelares, son instrumentos necesarios para conceder 

una protección inicial mientras se desarrolla un proceso. Estas 

medidas cautelares se vuelven más necesarias en los casos en que 

existe una vulneración de los derechos y libertades constitucionales 

de una persona; buscando de esta manera, dar una protección 

oportuna para evitar un daño mayor, que puede ser irreversible. 

(pág. 31) 

 

 

Cevallos Pachacama nos permite hacer un somero análisis de la legislación 

ecuatoriana respecto a la definición de medida cautelar desde su ángulo 

instrumental; pues la consideran como el medio por el que se protege el futuro 

resultado de un proceso judicial, ofreciendo con ello la tutela jurisdiccional efectiva 

a fin de evitar la vulneración de derechos inter partes; consideran además que más 

que obligatorias son necesarias a fin de evitar futuros actos lesivos. 
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Bajo el mismo frente tenemos al Sistema judicial colombiano, quien en su 

Sentencia C-379/04 considera lo siguiente: 

 

Las medidas cautelares tienen amplio sustento 

constitucional, puesto que desarrollan el principio de eficacia 

de la administración de justicia, son un elemento integrante 

del derecho de todas las personas a acceder a la 

administración de justicia y contribuyen a la igualdad 

procesal. Sin embargo, la Corte ha afirmado que “aunque el 

Legislador, goza de una considerable libertad para regular el 

tipo de instrumentos cautelares y su procedimiento de 

adopción, debe de todos modos obrar cuidadosamente, por 

cuanto estas medidas, por su propia naturaleza, se imponen a 

una persona antes de que ella sea vencida en juicio. Por ende, 

... los instrumentos cautelares, por su naturaleza preventiva, 

pueden llegar a afectar el derecho de defensa y el debido 

proceso, en la medida en que restringen un derecho de una 

persona, antes de que ella sea condenada en un juicio. (pág. 

7) 

 

En consecuencia, se puede decir que tanto en el ámbito nacional como 

internacional se considera a las medidas cautelares como el medio extraordinario 

por el cual se logra la eficacia de una sentencia o decisión judicial asegurando el 

futuro cumplimiento de la misma en el momento de ser dictada. Asimismo, la 

necesidad de su aplicación surge ante la incertidumbre jurídica del futuro resultado 

de la Litis y por supuesto de su ejecución, donde ocurre y materializa la eficacia de 

las decisiones judiciales. 
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3.1.2. Finalidad de las medidas cautelares 

 

Para esta investigación es importante determinar la finalidad que persiguen las 

medidas cautelares en el proceso, para ello el Tribunal Constitucional en el 

Fundamento 6 de la sentencia dictada en el Expediente Nº 1589-09, refiere lo 

siguiente respecto a la finalidad de las medidas cautelares: 

A que, respecto al presente caso, debe tenerse en cuenta que la 

finalidad de la medida cautelar se encuentra destinada a asegurar el 

cumplimiento de la decisión definitiva; siendo una de sus 

características principales la previsoriedad, esto es, que la medida 

cautelar tiene una función temporal dentro del proceso; así, a 

diferencia de las resoluciones de fondo que sí tiene vocación de 

estabilidad, las medidas cautelares por ser un instrumento del 

instrumento solo pueden existir cuando el instrumento (el proceso 

principal de fondo) exista y persista la necesidad de la medida, esta 

característica la interpretamos del artículo 619 del Código Procesal 

Civil; (…) (pág. 2) 

 

El Tribunal Constitucional interrelaciona la finalidad de las medidas cautelares y su 

funcionalidad en el proceso, entendiéndose que las medidas cautelares por sí 

mismas constituyen un elemento provisional destinadas a salvaguardar el 

cumplimiento del resultado del proceso, es decir, el cumplimiento del contenido de 

la sentencia. 

Asimismo, el Tribunal Constitucional hace referencia a la temporalidad en la cual 

las medidas cautelares deberán cumplir su finalidad y su condicionamiento a un 

elemento principal; en este caso es el proceso principal, en el cual se dirimirá la 

controversia. 
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Por otro lado, Alexander Rioja Bermúdez (2017) en su libro “Proceso de Ejecución 

de Garantías” concibe la funcionalidad de la medida cautelar como: 

Siguiendo a los maestros Carnelutti y a Calamandrei, las medidas 

cautelares tienen como función evitar que se realicen por el 

demandado, durante el curso del proceso, actos que impidan o 

dificulten la efectividad de la satisfacción de la pretensión que se 

ejercita. 

Son instrumentos de acción rápida para asegurar el principio 

recogido en la jurisprudencia comunitaria europea de que la 

necesidad del proceso para obtener la razón, no se convierta en un 

daño para el que la obtiene y pueda así hacer efectivo el derecho que 

le será declarado o es declarado a través de la sentencia. (pág. 207) 

 

En este sentido la postura de Rioja Bermúdez se orienta a que la función preventiva 

respecto a actos procesales que impidan u obstaculicen la ejecución de la decisión 

final, en este caso de la sentencia; sin embargo, ello se encuentra estrechamente 

relacionado con el fin procesal que cumplen estas medidas al pretender 

salvaguardar el resultado final y obviamente su ejecución, para que de esta manera 

se produzcan los efectos para lo cual fueron dictadas. Pues Rioja Bermúdez, acierta 

cuando refiere que las medidas cautelares son medios rápidos, que coadyuvan al 

que obtuvo la razón en el proceso, a ejecutar lo decidido. 

José V. Acosta (1986) en su libro titulado El Proceso de Revocación Cautelar, 

sobre la finalidad de las medidas cautelares indica lo siguiente: 

El objeto de la medida cautelar consiste en la garantía de eficacia del 

acto jurisdiccional pretendido, conforme lo repiten a cada instante la 

jurisprudencia y la doctrina. No se concibe el aseguramiento con 

independencia de la pretensión que se reclama en el juicio principal: 

“entrando a investigar sus caracteres, se advierte que… tiene un 

carácter accesorio: no es un fin en sí (lo que no se concebiría), sino 

que es un medio de asegurar el resultado del juicio”. Identificar su 

carácter instrumental, definir su naturaleza accesoria, establecer, en 
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otras palabras, que se trata de un medio y no de un fin, es comenzar 

a aprehender las hipótesis en que pueden (o deben) limitarse, 

sustituirse, revocarse o anularse. (pág. 12) 

 

Tal como Rioja Bermúdez, Acosta interrelaciona la finalidad y funcionalidad de las 

medidas cautelares, pues refiere que tiene una finalidad garantista respecto del acto 

jurisdiccional pretendido, entendiéndose como la Sentencia. Asimismo, hace 

referencia a la provisionalidad de este proceso paralelo con dependencia de lo 

pretendido en el proceso principal, demostrándose su instrumentalidad. 

En consecuencia, se definirá la finalidad de las medidas cautelares como un medio 

instrumental de garantía jurídica, que la normatividad peruana ofrece a la sociedad 

a fin de asegurar el cumplimiento de la pretensión solicitada ante el Órgano 

Jurisdiccional, entiéndase ello que el grado de accesoriedad que poseen las medidas 

cautelares está condicionada a la suerte que corra el proceso principal donde se 

discute el fondo de la Litis.    
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CAPÍTULO IV 

ANÁLISIS Y RESULTADOS 

Análisis de la interpretación jurídica utilizada para el artículo 615° del 

Código Procesal Civil, a fin de garantizar la eficacia de las medidas 

cautelares sobre la ejecución de la sentencia. 

En esta parte de la investigación corresponde plasmar los resultados que se 

han obtenido del análisis de los aspectos que han estructurado el trabajo de campo, 

dada la constitución de la investigación una de tipo descriptiva, procedimos al 

análisis de la realidad que circunda el tema de investigación; siendo que la 

población se delimitó en del distrito judicial de Lambayeque en donde se recogieron 

las posturas de los operadores jurídicos en el campo del Derecho Civil. 

 

4.1. Análisis de los resultados: 

Tal cual lo detallado anteriormente, procederemos a plasmar los resultados, 

según corresponda al rubro, de la siguiente manera: 

 

4.1.1. Resultados del análisis estadístico. 

De acuerdo con la estructura de la investigación según la formulación del 

problema lo que se pretende referenciar es un problema sobre la eficacia de la 

aplicación del artículo 615 del Código Procesal Civil, el mismo que trae como 

consecuencia la dilación innecesaria de los procesos que en el nivel de ejecución se 

encuentran, por ello es importante hacer referencia a la data que proporciona la 

estadística del Sistema de Información Judicial y se tabula de la siguiente manera: 
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Tabla 1: Comparación de la producción en los juzgados civiles de la ciudad de Chiclayo  

Año Instancia Ingresados Atendidos  

 

2015 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1º Sala Civil 3,155  1,674 

2° Sala Civil  3,444  1,560 

2° Sala Laboral 1,730  1,186 

1° Sala Laboral 

(Ex Sala Laboral) 

3,797  2,424 

3º Sala Laboral 3,030  2,081 

1º Juzgado Civil  1,628  726 

2º Juzgado Civil 970  461 

3º Juzgado Civil  1,944 761 

4º Juzgado Civil 1,091  537 

5º Juzgado Civil 1,120  458 

6º Juzgado Civil 1,355  713 

7º Juzgado Civil 1,180  455 
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8º Juzgado Civil - 

Comercial  

2,169  976 

1º Juzgado de 

Paz Letrado Civil  

2,163 1,170 

2º Juzgado de 

Paz Letrado Civil  

2,257 1,133 

2016 1º Sala Civil 1,964 1,344 

2° Sala Civil  2,154 1,313 

2° Sala Laboral 1,196 821 

1° Sala Laboral 

(Ex Sala Laboral) 

2,832 2,142 

3º Sala Laboral 2,588 2,057 

1º Juzgado Civil  1,050 465 

2º Juzgado Civil 812 445 

3º Juzgado Civil  1,311 619 

4º Juzgado Civil 1,000 475 
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5º Juzgado Civil 1,036 543 

6º Juzgado Civil 1,071 419 

7º Juzgado Civil 922 359 

8º Juzgado Civil - 

Comercial  

1,887 884 

1º Juzgado de 

Paz Letrado Civil  

1,571 589 

2º Juzgado de 

Paz Letrado Civil  

1,682 814 

2017 

 

 

 

 

 

 

1º Sala Civil 1489 1165 

2° Sala Civil  1747 1225 

2° Sala Laboral 1293 1013 

1° Sala Laboral 

(Ex Sala Laboral) 

2316 1772 

3º Sala Laboral 2550 2070 

1º Juzgado Civil  791 419 
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2º Juzgado Civil 794 416 

3º Juzgado Civil  926 428 

4º Juzgado Civil 767 411 

5º Juzgado Civil 916 545 

6º Juzgado Civil 971 405 

7º Juzgado Civil 792 331 

8º Juzgado Civil - 

Comercial  

1918 798 

1º Juzgado de 

Paz Letrado Civil  

1423 883 

2º Juzgado de 

Paz Letrado Civil  

1760 997 

 

En el periodo comprendido del 2015 a 2017 se evidencia que en los juzgados y salas 

civiles y laborales, se indica un deficiente grado de resolución de procesos, eso 

quiere decir que en referencia a los expedientes ingresados anualmente, es mínima 

la cantidad de estos que son resueltos, más aún cuando esto implica un grado 

mínimo de sentencias por ejecutar.  

Por lo mismo, que se observa el problema recurrente en el Sistema de Justicia 

Peruano, referido a la excesiva carga procesal relacionada en su origen con la tardía 
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atención de los actos procesales o la desviación de su tratamiento en procesos 

paralelos, tal como es el caso de las medidas cautelares especiales reguladas en el 

artículo 615° de Código Procesal Civil; lo cual permite identificar la necesidad del 

análisis que esta tesis se ha ocupado de realizar.  

 

4.1.2. Resultados del análisis jurisdiccional. 

De acuerdo a la información recabada del Sistema de Información judicial 

se ha seleccionado el siguiente grupo de casos en ejecución donde participa la 

aplicación del artículo 615 del Código Civil a fin de verificar su eficacia, resultado 

que se plasma en la siguiente tabla: 

 

Tabla 2: Expedientes donde se exige la aplicación del artículo 615° del Código Procesal Civil.  

N° de 

expediente 

Fecha de 

inicio 

Fecha de 

sentencia 

Medida 

cautelar 

Denegatoria 

de medida. 

Fecha de 

ejecución 

01112-2015-0-

1706-JP-CI-02 

05-05-2015 12-12-2017 02-04-2018 06-04-2018 04-06-2019 

02389-2011-0-

1706-JP-CI-01 

23-08-2011 21-11-2017 11-04-2018 16-04-2018 11-03-2019 

00719-2011-0-

1706-JP-CI-02 

22-10-2009 03-01-2011 01-06-2016 

14-07-2016 

12-07-2016 

16-08-2016 

SIN 

EJECUTAR 

00435-2008-0-

1706-JP-CI-02 

01-01-2008 NO SE 

ENCUENT

RA 

20-04-2017 

19-07-2017 

19-05-2017 

20-10-2017 

SIN 

EJECUTAR 

03161-2014-0-

1706-JP-CI-02 

11-09-2014 21-10-2014 14-08-2015 

12-04-2016 

11-04-2017 

05-06-2017 

22-09-2015 

19-04-2016 

27-04-2017 

16-06-2017 

SIN 

EJECUTAR 
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En el Expediente N° 01112-2015-0-1706-JP-CI-02, se evidencia que el 

Expediente en cuestión ha sido resuelto dos años después de su interposición, y 

teniendo en cuenta que el día 02 de abril de 2018, cuatro meses después de ser 

sentenciado, la demandante solicita medida cautelar dentro del proceso, obteniendo 

mediante, decreto, la exigencia de proceder conforme el artículo 615° del Código 

Procesal Civil; asimismo, procediendo conforme lo exigido, interponiendo medida 

cautelar dentro del proceso y en cuaderno aparte es que se logra ejecutar la sentencia 

el 04 de junio de 2019. Evidenciándose que la exigencia del artículo 615° del 

Código Procesal Civil, atenta contra la celeridad que debe haber en un proceso, 

teniendo como consecuencia un agravio mayor respecto del principio de economía 

procesal. 

 

En el Expediente N° 02389-2011-0-1706-JP-CI-01, se evidencia que desde su 

interposición hasta la fecha en que se sentenció, 21 de noviembre de 2017, han 

transcurrido seis años, sin embargo, con fecha 11 de abril del 2018, la parte 

demandante solicita medida cautelar dentro del proceso, siendo denegada el 16 de 

abril del mismo año, para luego después de un año, procediendo conforme al 

artículo 615° se ejecuta dicha sentencia el 11 de marzo de 2019. Una vez más se 

advierte que existe dilación en la ejecución de la sentencia por la exigencia del 

artículo 615° del Código Procesal Civil. 

 

En el Expediente N° 00719-2011-0-1706-JP-CI-02, ha sido sentenciado en el lapso 

de dos años, para su ejecución la parte demandante ha realizado dos requerimientos 

en el año dos 2016, siendo requerido proceder conforme al contenido del artículo 

615° del Código Procesal Civil, y es el caso que a la fecha la sentencia emitida en 

autos no ha sido ejecutada. 

 

En el Expediente N° 00435-2008-0-1706-JP-CI-02, es un expediente antiguo, el 

cual requiere de una pronta ejecución; sin embargo, la parte demandante ha 

realizado dos requerimientos de medida cautelar dentro del proceso, obteniendo la 
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denegatoria de esta y la exigencia del cumplimiento del artículo 615°, logrando que 

a la fecha no se pueda ejecutar la sentencia emitida en autos. 

Por último, en el Expediente N° 03161-2014-0-1706-JP-CI-02, de lo investigado se 

advierte que la parte demandante ha solicitado medida cautelar en cuatro ocasiones, 

sin embargo, a la fecha se le ha denegado exigiéndose el cumplimiento del 

contenido en el artículo 615° del Código Procesal Civil, teniéndose a la fecha la 

inejecución de la sentencia dictada en autos. 

De lo argumentado, se advierte que la exigencia del artículo 615° del Código 

Procesal Civil, ocasiona demora en la ejecución de la sentencia, pues se exige un 

trámite en cuerda separada, tal y como lo requiere una medida cautelar dentro del 

proceso. En los dos primeros expedientes se ha logrado la ejecución de la sentencia 

con un año de diferencia, procediendo conforme lo exigido por el Órgano 

Jurisdiccional; sin embargo, en los tres últimos, se advierte un grave retraso en la 

administración de justicia, atentando contra la celeridad y economía procesal, pues 

a la fecha no se ha logrado la ejecución. 

Entendiéndose como la afectación al principio de economía procesal, se refiere al 

hecho que denegando la medida de ejecución como tal, implica la utilización de 

recursos logísticos del poder judicial para la creación del expediente nuevo 

(siguiendo el trámite en cuerda separada), notificaciones (tanto físicas como 

electrónicas), del mismo modo resulta oneroso innecesariamente al solicitante de la 

medida, pues para la formación de dicho expediente se requieren copias certificadas 

de los actuados pertinentes a costo del solicitante. Es por estas razones que exigir 

un trámite en cuerda separada, pudiéndose implementar un trámite continuado a 

bajo costo, tanto para el poder judicial y para el demandante, implica una grave 

afectación al fin de alcanzar la justicia. 
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Tabla 3: Análisis cronológico de la ejecución de la sentencia. 

N° de Expediente Medida cautelar Denegatoria de 

medida. 

Fecha de 

ejecución 

Duración 

01112-2015-0-

1706-JP-CI-02 

02-04-2018 06-04-2018 04-06-2019 1 año 2 meses 

02389-2011-0-

1706-JP-CI-01 

11-04-2018 16-04-2018 11-03-2019 11 meses 

00719-2011-0-

1706-JP-CI-02 

01-06-2016 

14-07-2016 

12-07-2016 

16-08-2016 

SIN 

EJECUTAR 

SIN 

EJECUTAR 

00435-2008-0-

1706-JP-CI-02 

20-04-2017 

19-07-2017 

19-05-2017 

20-10-2017 

SIN 

EJECUTAR 

SIN 

EJECUTAR 

03161-2014-0-

1706-JP-CI-02 

14-08-2015 

12-04-2016 

11-04-2017 

05-06-2017 

22-09-2015 

19-04-2016 

27-04-2017 

16-06-2017 

SIN 

EJECUTAR 

SIN 

EJECUTAR 
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Conforme se advierte del cuadro anterior, los dos primeros procesos han logrado su 

ejecución, procediendo conforme al texto del artículo 615° del Código Procesal 

Civil, es decir, en cuerda separada; implicando ello un retardo aproximado de un 

año para la ejecución de la sentencia, pudiendo haberse logrado en menos actos 

procesales, acortando el tiempo para su ejecución. 

Caso contrario ocurre en los expedientes siguientes, pues es el caso que ante las 

reiteradas solicitudes y denegatorias en respuesta a ellas, no se ha logrado la 

ejecución de las sentencias emitidas, razón que evidencia la necesidad de 

implementar un trámite más simple para que la sentencia cumpla su finalidad.   
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Tabla 4: Expedientes que se apartan de la aplicación del artículo 615° del Código Procesal Civil, 
aplicando la jurisprudencia: 

N° de 

expediente 

Fecha de 

inicio 

Fecha de 

sentencia 

Medida 

cautelar 

Fecha de 

ejecución 

00246-2015-0-

1703-JR-LA-

01 

15-05-2015 14-04-2016 11-08-2017 31-07-2019 

00406-2015-0-

1703-JR-LA-

02 

17-08-2015 18-05-2016 20-07-2017 24-07-2019 

00442-2015-0-

1703-JR-CI-01 

02-07-2015 14-07-2016 12-06-2017 24-07-2017 

00472-2015-0-

1703-JR-CI-01 

13-07-2015 14-07-2016 12-06-2017 24-07-2017 

En el Expediente N° 00246-2015-0-1703-JR-LA-01, desde la fecha en la 

que se inició hasta la expedición de la sentencia, 14 de abril de 2016, ha transcurrido 

once meses, asimismo, el 11 de agosto del 2017 la parte demandante solicitó medida 

cautelar en ejecución de sentencia, obteniendo como resultado el auto concesorio 

de dicha medida de ejecución. 

En el Expediente N° 00406-2015-0-1703-JR-LA-02, se interpuso el 17 de 

agosto del 2015, siendo sentenciado el 18 de mayo de 2016, es decir, nueve meses 

posteriores a su interposición; asimismo, ante la solicitud de medida cautelar de 

fecha 20 de julio de 2017, se concede medida de ejecución el 24 de julio de 2019. 

En el Expediente N° 00442-2015-0-1703-JR-CI-01, desde su interposición 

hasta la emisión de la sentencia, 14 de julio de 2016, transcurrió un año; así pues, 

es el caso que la parte demandante solicita medida cautelar en ejecución de 

sentencia con fecha 12 de junio de 2017, siendo concedida la medida de ejecución 

el 24 de julio de 2017. 
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Finalmente, en el Expediente N° 00472-2015-0-1703-JR-CI-01, desde la 

interposición de la demanda hasta la expedición de la sentencia, transcurrió un año; 

asimismo, el 12 de junio de 2017 se solicita medida cautelar en ejecución de 

sentencia, concediéndose la misma el 24 de julio de 2017. 

En los procesos detallados en el cuadro precedente, existe un margen de uno 

a dos años desde la solicitud de medida cautelar en ejecución de sentencia, tal como 

lo solicitan, y la concesión de la medida de ejecución, es decir, la dilación recae en 

la atención y proveído de los escritos, sin embargo, de la revisión de los autos 

concesorios de las medidas de ejecución son fundamentadas en base a 

jurisprudencia pura y principios procesales, haciendo falta el sustento en una norma 

legal, que exija su estricto cumplimiento. 

  

4.1.3. Resultados de la opinión de operadores jurídicos. 

En esta sección del análisis, dirigiremos la atención a la opinión recogida de 

los operadores jurídicos en la ciudad de Chiclayo, la misma que resultó de la 

aplicación del cuestionario de encuesta que figura como anexo N° 01 de esta 

investigación. 

Los resultados de la opinión de los operadores nos darán la luz del 

conocimiento que se maneja en la comunidad jurídica respecto al tema materia de 

investigación, ello constituirá un factor importante al momento de la construcción 

de la discusión en cuanto lo referido a las conclusiones. 

Así tenemos la primera interrogante planteada cuyos resultados se plasman 

inicialmente como sigue:  
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Tabla 5: Resultado de la afirmación número 1 de la encuesta aplicada a los operadores jurídicos de 
la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

1. El Artículo 615° del Código Procesal Civil cautela provisionalmente 

lo decidido en primera instancia de forma favorable, exceptuándose 

de fundamentar la verosimilitud del derecho, no existiendo 

regulación específica respecto a la ejecución de las sentencias y, ante 

ello los legisladores realizan una extensión legislativa de su contenido 

produciendo inefectividad de las decisiones judiciales. 

ALTERNATIVA CANTIDAD 

a. De Acuerdo 29 
b. En Desacuerdo 18 

c. No Opina 03 

                                                    TOTAL 50 

 

Descripción: A la pregunta planteada El Artículo 615° del Código 

Procesal Civil cautela provisionalmente lo decidido en primera instancia de 

forma favorable, exceptuándose de fundamentar la verosimilitud del 

derecho, no existiendo regulación específica respecto a la ejecución de las 

sentencias y, ante ello los legisladores realizan una extensión legislativa de 

su contenido produciendo inefectividad de las decisiones judiciales, de un 

total de 50 muestras realizadas, 29 de los encuestados aseguran estar de 

acuerdo, 18 indicaron No estar de acuerdo y 3 No opinan a la pregunta 

realizada. 
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Ilustración 1: Gráfico porcentual del resultado de la afirmación número 1 de la encuesta aplicada a 
los operadores jurídicos de la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

 

 

 

 

En referencia a la pregunta realizada, se aprecia del resultado 

obtenido que la mayoría de operadores jurídicos (más del 50%) se decanta 

por afirmar que ante el vacío legal que existe respecto de las medidas en 

etapa de ejecución, los Jueces están realizando una aplicación extensiva 

errónea del artículo 615° del Código Procesal Civil, produciendo con ello 

ineficacia en las decisiones judiciales; sin embargo, es preciso indicar que 

existe un porcentaje significativo que no concuerda con lo dicho 

anteriormente, indicándose con ello que el trámite que se viene realizando 

actualmente se ha tornado cotidiano y común que no les merece 

apreciaciones críticas, significando una mecanización del procedimiento 

que se ha formado entorno a la problemática planteada. 
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Tabla 6: Resultado de la afirmación número 2 de la encuesta aplicada a los operadores jurídicos de 
la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

2. La exigencia del artículo 615° del Código Procesal Civil, resulta lesiva 

para el proceso civil peruano, pues implica la interposición de una 

demanda nueva, una nueva medida cautelar, pues está sujeta a una 

nueva calificación, que si bien el derecho puede estar declarado con 

autoridad de cosa juzgada, implicaría un tiempo extra que sería 

perjudicial a aquel que pretende ejecutar una sentencia en su favor, 

ello sin dejar de mencionar la onerosidad que representa para el 

vencedor reunir lo exigido por este artículo. 

ALTERNATIVA CANTIDAD 

a. De Acuerdo 33 
b. En Desacuerdo 16 

c. No Opina 01 

                                                    TOTAL 50 

 

 

Descripción: A la pregunta realizada La exigencia del artículo 615° 

del Código Procesal Civil, resulta lesiva para el proceso civil peruano, pues 

implica la interposición de una demanda nueva, una nueva medida cautelar,  

pues está sujeta a una nueva calificación, que si bien el derecho puede estar 

declarado con autoridad de cosa juzgada, implicaría un tiempo extra que 

sería perjudicial a aquel que pretende ejecutar una sentencia en su favor, ello 

sin dejar de mencionar la onerosidad que representa para el vencedor reunir 

lo exigido por este artículo, de un total de 50 muestras realizadas, 33 de los 

encuestados aseguran estar de acuerdo, 16 indicaron No estar de acuerdo y 

1 No opinan a la pregunta realizada. 

  



 

75 

 

Ilustración 2: Gráfico porcentual del resultado de la afirmación número 2 de la encuesta aplicada a 
los operadores jurídicos de la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

 

 

 

 

Es evidente que, para los operadores del Sistema Judicial, la 

exigencia de una nueva medida cautelar resulta un acto lesivo para el 

proceso judicial, significando perjuicio a los derechos declarados o 

reconocidos del beneficiado en la Sentencia favorable con autoridad de cosa 

juzgada; pese a lo indicado, un porcentaje importante que no está de acuerdo 

con lo indicado, pues se considera que la reserva de un proceso separado 

generará mayor certeza de la futura ejecución de la misma y que la nueva 

calificación de la medida no lesiona el trámite del proceso principal y mucho 

menos la ejecución de la sentencia; verificándose con ello el perjuicio de la 

norma en contra del favorecido con la Sentencia. 
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Tabla 7: Resultado de la afirmación número 3 de la encuesta aplicada a los operadores jurídicos de 
la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

3. Es necesaria la implementación de una norma específica, recurriendo 

al trámite continuado, cuando una sentencia haya adquirido 

autoridad de cosa juzgada el favorecido con ella podrá acudir en la 

misma cuerda procesal mediante un escrito, solicitando medida de 

ejecución – según corresponda-, dando lugar a la resolución de 

otorgamiento de medida de ejecución con el apremio de reservar el 

expediente y la resolución (en el Sistema Informático Judicial - SIJ) 

hasta la materialización de dicha medida, hecho seguido de la 

notificación de los actuados reservados al afectado, concediéndole 

tres días a fin que ejerza su derecho contradictorio. 

ALTERNATIVA CANTIDAD 

a. De Acuerdo 42 
b. En Desacuerdo 07 

c. No Opina 01 

                                                    TOTAL 50 

 

 

Descripción: A la pregunta realizada Es necesaria la 

implementación de una norma específica, recurriendo al trámite continuado, 

cuando una sentencia haya adquirido autoridad de cosa juzgada el 

favorecido con ella podrá acudir en la misma cuerda procesal mediante un 

escrito, solicitando medida de ejecución – según corresponda-, dando lugar 

a la resolución de otorgamiento de medida de ejecución con el apremio de 

reservar el expediente y la resolución (en el Sistema Informático Judicial - 

SIJ) hasta la materialización de dicha medida, hecho seguido de la 

notificación de los actuados reservados al afectado, concediéndole tres días 

a fin que ejerza su derecho contradictorio, de un total de 50 muestras 

realizadas, 42 de los encuestados aseguran estar de acuerdo, 7 indicaron No 

estar de acuerdo y 1 No opinan a la pregunta realizada. 
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Ilustración 3: Gráfico porcentual del resultado de la afirmación número 3 de la encuesta aplicada a 
los operadores jurídicos de la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

 

 

 

El porcentaje reflejado en la encuesta realizada, implica la necesidad 

de una reforma normativa, llegándose a exigir la implementación del trámite 

continuado con los apremios de la reserva del expediente y de la resolución 

emitida, sin necesidad de tener que acudir al Órgano Jurisdiccional con una 

nueva demanda cautelar, sin que ello implique una limitación de derechos 

del afectado con la medida; asimismo, es mínimo el porcentaje que 

desaprueba la propuesta, significando la posición renuente al cambio de 

perspectiva respecto a la aplicación de una nueva norma. 
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Tabla 8: Resultado de la afirmación número 4 de la encuesta aplicada a los operadores jurídicos de 
la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

4. Las medidas cautelares en sí mismas constituyen un medio 

primigenio para garantizar la ejecución de una sentencia, sin 

confundir lo expuesto con la oportunidad para plantearlas, pues no 

encuentran mayor problemática que agregarse al expediente 

principal y llevarse a cabo la ejecución forzada sin más trámite. 

ALTERNATIVA CANTIDAD 

a. De Acuerdo 40 

b. En Desacuerdo 08 
c. No Opina 02 

                                                    TOTAL 50 
 

 

Descripción: A la pregunta realizada Las medidas cautelares en sí 

mismas constituyen un medio primigenio para garantizar la ejecución de 

una sentencia, sin confundir lo expuesto con la oportunidad para plantearlas, 

pues no encuentran mayor problemática que agregarse al expediente 

principal y llevarse a cabo la ejecución forzada sin más trámite, de un total 

de 50 muestras realizadas, 40 de los encuestados aseguran estar de acuerdo, 

8 indicaron No estar de acuerdo y 2 No opinan a la pregunta realizada. 
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Ilustración 4: Gráfico porcentual del resultado de la afirmación número 4 de la encuesta aplicada a 
los operadores jurídicos de la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

 

 

 

El indicador porcentual generado, evidencia que para los operadores 

del derecho, las medidas cautelares son entes generadores de eficacia de una 

sentencia en cuanto su aplicación sea en la oportunidad correcta, si bien 

existe un porcentaje mínimo opuesto a esta posición, este tiene incidencia 

en cuanto no encuentran diferencia en la oportunidad en que las medidas 

cautelares son planteadas; indicándose con ello la importancia de definir la 

oportunidad en la cual deberá plantearse las medidas cautelares. 
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Tabla 9: Resultado de la afirmación número 5 de la encuesta aplicada a los operadores jurídicos de 
la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

5. Las medidas cautelares si constituyen un elemento generador de 

certeza para la ejecución de una decisión judicial, pues tiene efectos 

proteccionistas de las pretensiones de aquel que la solicita. El 

problema ocurre cuando se pretende avocar estas medidas a ámbitos 

errados en los cuales no es materialmente procedente, causando 

ineficacia jurídica. 

ALTERNATIVA CANTIDAD 

a. De Acuerdo 43 
b. En Desacuerdo 05 

c. No Opina 02 

                                                    TOTAL 50 

 

 

Descripción: A la pregunta planteada Las medidas cautelares si 

constituyen un elemento generador de certeza para la ejecución de una 

decisión judicial, pues tiene efectos proteccionistas de las pretensiones de 

aquel que la solicita. El problema ocurre cuando se pretende avocar estas 

medidas a ámbitos errados en los cuales no es materialmente procedente, 

causando ineficacia jurídica, de un total de 50 muestras realizadas, 43 de los 

encuestados aseguran estar de acuerdo, 5 indicaron No estar de acuerdo y 2 

No opinan a la pregunta realizada. 

  



 

81 

 

Ilustración 5: Gráfico porcentual del resultado de la afirmación número 5 de la encuesta aplicada a 
los operadores jurídicos de la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

 

 

 

La mayoría de operadores jurídicos encuestados, refiere que en 

realidad existe un problema en cuanto al avocamiento erróneo de las 

medidas cautelares, es decir, en cuanto a la oportunidad de plantearlas, no 

siendo procedentes en etapa de ejecución, ante ello, existe una posición 

opuesta que implica que no existe problema alguno en cuanto a la 

oportunidad del planteamiento de la medida cautelar; todo ello significa que 

las medidas cautelares tienen un ámbito de aplicación y para los vacíos 

legales habrá que realizar una nueva normativa en base al razonamiento que 

diferencia los efectos de las medidas cautelares.  
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Tabla 10: Resultado de la afirmación número 6 de la encuesta aplicada a los operadores jurídicos 
de la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

6. Ante la implementación de las medidas de ejecución, se habrá 

cubierto aquel vacío legal que existe actualmente, dejando a salvo el 

ámbito de aplicación de las medidas cautelares única y 

exclusivamente en la etapa de trámite e incluso hasta el momento 

anterior a la constitución de la decisión judicial con autoridad de cosa 

juzgada. 

ALTERNATIVA CANTIDAD 

a. De Acuerdo 41 
b. En Desacuerdo 08 

c. No Opina 01 

                                                    TOTAL 50 

 

 

Descripción: A la pregunta realizada, Ante la implementación de las 

medidas de ejecución, se habrá cubierto aquel vacío legal que existe 

actualmente, dejando a salvo el ámbito de aplicación de las medidas 

cautelares única y exclusivamente en la etapa de trámite e incluso hasta el 

momento anterior a la constitución de la decisión judicial con autoridad de 

cosa juzgada, de un total de 50 muestras realizadas, 41 de los encuestados 

aseguran estar de acuerdo, 8 indicaron No estar de acuerdo y 1 No opinan a 

la pregunta realizada. 
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Ilustración 6: Gráfico porcentual del resultado de la afirmación número 6 de la encuesta aplicada a 
los operadores jurídicos de la ciudad de Chiclayo, Distrito Judicial de Lambayeque. 

 

 

El índice aprobatorio respecto a la implementación de las medidas 

de ejecución es alto, más aun si existe la necesidad normativa para llevarse 

a cabo en el ordenamiento procesal peruano, sin embargo, es cierto que 

existe una minoría que prefiere el sistema procesal incompleto; significando 

estos resultados, la necesidad inminente de implementación normativa de 

un procedimiento continuado, más célere y con mayor eficacia en la etapa 

de ejecución de una sentencia. 
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CAPÍTULO V 

CONTRASTACIÓN DE LA HIPÓTESIS 

 

5.1.  DISCUSIÓN DE LOS RESULTADOS 

Corresponde a esta sección la discusión de los resultados obtenidos con el 

sentido que representan las metas trazadas por los objetivos específicos, con el fin 

de verificar su validez y finalmente conseguir. 

 

5.1.1. Discusión sobre el objetivo: “Desarrollar doctrinariamente los 

fundamentos jurídicos del artículo 615º del Código Procesal Civil sobre 

el trámite en cuerda separada” 

De conformidad con el desarrollo teórico de la investigación se ha podido 

recopilar datos científicos sobre los cuales se genera la discusión en base a los 

siguientes cuestionamientos. 

¿Cuál es el objetivo que busca el artículo 615°? 

Las medidas cautelares en general regulan las decisiones futuras en un 

proceso, es decir, no existe una sentencia de por medio que provisional o 

definitivamente haya declarado o reconocido un derecho, sin embargo, la norma 

procesal civil peruana ofrece una excepción a la regla, proporcionando una medida 

cautelar especial contenida en el artículo 615° del mismo cuerpo adjetivo, en el cual 

se regula que una vez dictada la sentencia de primera instancia con resultados 

favorables y sin haberse solicitado medida cautelar en su oportunidad, el favorecido 

con esta decisión podrá solicitar al juez de primera instancia una medida cautelar 
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especial en un cuaderno aparte, exceptuándose de cumplir con los requisitos 

exigidos en los incisos 1 y 4 del artículo 610.  

 

¿Cuál es la definición más adecuada de medida cautelar? 

La medida cautelar es aquel mecanismo de defensa que ha sido creado con 

el fin de proteger futuras decisiones judiciales que desplegarán sus efectos para los 

cuales fueron emitidos, es decir, las medidas cautelares son dictadas en cuaderno 

aparte y sin la audiencia de la parte afectada, posponiendo su actuación hasta la 

materialización de esta. 

La aplicación de las medidas cautelares, está condicionada a la 

incertidumbre jurídica en la que se encuentra inmerso el derecho reclamado, es 

decir, cuando no se tiene la declaración o el reconocimiento expreso de éste 

contenido en una Sentencia.  

 

¿Cuál es la definición más adecuada de Sentencia Favorable? 

Sentencia Favorable es la condición de la Sentencia emitida por el Juez 

respecto de la parte vencedora, es decir, en el caso que nos ocupa Sentencia 

Favorable será aquella en que se ampare total o parcialmente la pretensión de la 

parte demandante; reconociéndose o declarándose derechos en cuanto se refiere a 

la parte vencedora y obligaciones que en cuanto a la demandada o vencida. 
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¿Cuál es la definición más adecuada de Impugnación de Sentencia? 

La impugnación es un derecho que le asiste a la parte vencida o a aquella 

que no está conforme con lo dictado en dicha resolución; materializándose en este 

caso con los recursos impugnativos, tal como la apelación. La impugnación de 

sentencia, se refiere al empleo de recursos impugnativos con el fin de refutar los 

argumentos expresados en la sentencia con la finalidad que esta sea reformada o 

anulada por el Juez Superior en grado. 

 

¿Cuál es la definición más adecuada de cuerda separada? 

La cuerda separada a la que se refiere el artículo 615° se refiere al cuaderno 

independientemente procesal formado con copias certificadas de los actuados 

pertinentes del cuaderno principal; asimismo, este cuaderno formado en cuerda 

separada, tiene por finalidad materializar una medida cautelar, como es en el 

presente caso, teniendo carácter reservado para el afectado. 

 

TOMA DE POSTURA: 

Asumiendo la postura de José Miguel Rojas Bernal (2012) en su libro 

titulado Medidas cautelares y ejecución de sentencias constitucionales, en el cual 

conceptualiza la medida cautelar como: 

(…) aquella providencia judicial que tiene por finalidad 

asegurar la eficacia de una resolución judicial principal, cuando 

existe peligro en la demora y apariencia de buen derecho. 

Su función, por lo tanto, es eminentemente aseguradora o 

preventiva, permitiendo así que la administración de justicia cumpla 

a cabalidad los objetivos que tiene constitucionalmente trazados, a 
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la vez que protegiendo los derechos fundamentales concernidos en 

la resolución judicial principal. (pág. 37) 

Se ha llegado a determinar que la medida cautelar en sí misma es un 

mecanismo preventivo de una decisión futura, teniendo lugar antes y durante el 

proceso e incluso con sentencia de primera instancia; por lo que haber 

conceptualizado y posteriormente ubicado en la línea procesal a la medida 

cautelar, ha ayudado a la investigadora a encontrar el vacío legal que, de muchas 

maneras atenta contra la efectividad de las resoluciones judiciales firmes, la 

Sentencia. 

El artículo 615° del Código Procesal Civil ha sido regulado a fin de 

cautelar la decisión provisional, siendo su contenido una excepción a la regla 

de las medidas cautelares que solo tienen aplicación antes de la Sentencia, por 

lo que es necesaria su regulación, pues a pesar que se ha emitido 

pronunciamiento sobre el fondo, este no tiene autoridad de cosa juzgada; sin 

embargo, ante la falta de regulación de medidas en la etapa de ejecución, los 

Jueces hacen una aplicación extensiva de su contenido, siendo errónea la 

misma, implicando una desnaturalización del concepto de medida cautelar. 

 

5.1.2. Discusión sobre el objetivo: “Examinar teóricamente la estructura 

procesal de las medidas cautelares para garantizar la ejecución de la 

sentencia”. 

Habiendo establecido teóricamente las definiciones que debieran recogerse 

a fin de generar eficacia de la regla contenida en el artículo 615 del Código Procesal 

Civil, se requiere ahora discutir la eficacia del esquema procesal que engloba a la 
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ejecución de las figuras jurídicas que incorpora el artículo en discusión, lo cual se 

orienta en base a las siguientes preguntas. 

¿En qué momentos del proceso civil adquieren protagonismo las medidas 

cautelares? 

Las medidas cautelares son instrumentos proteccionistas de derechos 

aparentes ventilados en un proceso, es decir, sirve para proteger derechos discutidos 

en un proceso, mismos que serán dirimidos en una sentencia. Identificar el papel 

protagónico de las medidas cautelares en el proceso significaría situar el momento 

en que usualmente se aplica. Para mayor seguridad y reserva de los actuados, se 

prefiere hacer uso de las medidas cautelares fuera del proceso, entiéndase con ello 

a las medidas cautelares antes del proceso. Sin embargo, ello no quiere decir que 

no se utilice las medidas cautelares dentro del proceso, sino que ello ocurre con 

poca frecuencia, puesto que implica gastos adicionales según sea el caso y se corre 

el riesgo de que la otra parte tome conocimiento de la medida; sin significar ello 

que los resultados de estas sean ineficaces. 

 

¿Qué relación se puede ubicar entre la seguridad jurídica y la aplicación de 

medidas cautelares en el proceso? 

Las medidas cautelares y su aplicación están orientadas a generar seguridad 

jurídica, pues lo que se pretende es que mediante este instrumento se proteja la 

decisión que resuelva el conflicto, en este caso será la Sentencia. En consecuencia, 

el demandante tendrá la certeza que cuando la decisión adquiera autoridad de cosa 

juzgada y oportunamente tenga una medida cautelar en su favor, esta última se 
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ejecutará y, sobre él recaerán todos los efectos para lo cual fue dictada la sentencia 

favorable. 

¿Qué límites procesales se ubican en el ordenamiento jurídico, respecto de 

las medidas cautelares, para evitar la vulneración de derechos del vencido en un 

proceso civil? 

Los límites procesales radican en la fundamentación jurídica de la solicitud 

cautelar, pues existen tres fundamentos básicos, demostrar la verosimilitud del 

derecho, en cuanto deberá referirse a la inminencia de ser titular del derecho 

reclamado, peligro en la demora, se fundamentará en referencia al peligro que existe 

en la satisfacción de la obligación; asimismo, la parte afectada con la medida 

cautelar tendrá un plazo determinado para ejercer su derecho contradictorio contra 

la medida dictada, resultando de ello ser declarada fundada o infundada la oposición 

interpuesta. Siendo este el más importante límite que el ordenamiento jurídico 

confiere a la parte afectada.  

 

¿Existe algún tipo de diferenciación procesal para la aplicación de medidas 

cautelares en relación con su objeto? 

Existe una diferenciación temporal en cuanto a su contenido, facultándose 

la aplicación de las medidas cautelares antes y durante el proceso, etapa procesal de 

trámite, y como forma especial de aplicación cuando haya sentencia de primera 

instancia (Sentencia Provisional), normado en el artículo 615° del Código Procesal 

Civil. 
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¿Qué efectos procesales produce o debería generar la construcción del 

artículo 615 del Código Procesal Civil? 

El efecto procesal inmediato de la construcción del artículo 615° del código 

Procesal Civil es la aplicación de la medida cautelar en forma especial a fin de 

proteger la decisión dada en primera instancia, sin importar que esta haya sido 

impugnada. Lo que se pretende es proteger la decisión que ya se ha emitido en 

primera instancia y con ello de ser confirmada la misma, se procederá a la ejecución 

y en consecuencia se logrará la eficacia de la sentencia conforme a los fines de la 

medida cautelar. 

 

TOMA DE POSTURA: 

Las medidas cautelares son elementos protectores de decisiones judiciales 

definitivas que declaran o constituyen derechos, mediante las cuales de forma 

preventiva tutelan derechos adquiridos o futuros, según sea el caso. 

Para ello, siguiendo lo argumentado por Nathaly Zulema Cevallos 

Pachacama (2014) en su trabajo de investigación titulado Procedencia de las 

medidas cautelares como garantía constitucional de protección, en cuanto refiere 

sobre las medidas cautelares indica:     

Las medidas cautelares, son instrumentos necesarios para conceder 

una protección inicial mientras se desarrolla un proceso. Estas medidas 

cautelares se vuelven más necesarias en los casos en que existe una 

vulneración de los derechos y libertades constitucionales de una persona; 

buscando de esta manera, dar una protección oportuna para evitar un daño 

mayor, que puede ser irreversible. (pág. 31) 
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Las medidas cautelares intrínsecamente protegen derechos a fin que estos 

no se vean vulnerados, a corto o largo plazo, o de ser el caso que la vulneración de 

estos sea mínimamente lesivo, en este último caso lo que se pretende es que el daño 

causado quede limitado a su mínima expresión.  

Del análisis estructural del artículo 615° del Código Procesal Civil, se 

advierte que procede invocar su aplicación a aquel que ha obtenido sentencia 

favorable aunque esta hubiese sido impugnada, sin hacer mayor especificación 

respecto a las características o naturaleza de esta sentencia; hecho que genera una 

interpretación errónea del contenido del artículo 615°, pues a pesar que el texto 

complementario “aunque fuera impugnada” evidencia que se trata de una sentencia 

de primera instancia sujeta a plazo de impugnación, es interpretada también como 

aquella sentencia que está consentida o ejecutoriada según sea el caso.  

 

5.1.3. Discusión sobre el objetivo: “Analizar la necesidad de interpretar 

adecuadamente el sentido del artículo 615° del Código Procesal Civil, a 

fin de garantizar la eficacia de las medidas cautelares sobre la ejecución 

de la sentencia”. 

Habiendo llegado a comprender las bases doctrinarias y procesales que 

circundan al tema de estudio de esta investigación, se puede proceder a verificar si 

la problemática identificada respecto a la aplicación procesal del artículo 615 del 

Código Civil requiere de una interpretación correcta a fin de garantizar la eficacia 

de las medidas que ordena; en ese sentido se debe responder a los siguientes 

planteamientos: 
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¿Cuál es la incidencia de efectos negativos en razón de la aplicación del 

artículo 615 del Código Procesal Civil? 

El artículo 615° del Código Procesal Civil ha determinado un límite a la 

aplicación procesal, así como, la excepción a la regla de aplicación de las medidas 

cautelares en el proceso; es el caso que el límite de aplicación de las medidas 

cautelares se centra en que estas son de aplicación previa a la emisión de la 

sentencia, sin embargo, este artículo constituye un elemento excepcional mediante 

el cual se cautela el resultado provisional del proceso.  Entonces, su aplicación 

extensiva a la etapa de ejecución produce un mayor índice de ineficacia de la 

sentencia dictada, pues un proceso paralelo implica dilación y onerosidad. 

 

¿Qué tipo de controversias jurídicas como nuevos procesos o 

impugnaciones nacen a partir de la aplicación del artículo criticado? 

La aplicación del artículo 615° del Código Procesal Civil, significa que 

aquel que no solicitó medida cautelar antes de la sentencia, podrá hacerlo cuando 

esta haya sido dictada, siempre y cuando no adquiera autoridad de cosa juzgada; sin 

embargo, el problema se suscita por la aplicación errónea de esta norma, pues no es 

idónea para los procesos que se encuentran en etapa de ejecución, importando para 

ello procedimientos más simples y eficaces. 
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¿Qué tipo de interpretación se aplica y cuál debería aplicarse para la 

consolidación del objeto de las medidas cautelares? 

La aplicación de la medida cautelar contemplada en el artículo 615 según lo 

observado de la realidad jurisdiccional analizada, se hace en base a una 

interpretación literal, puesto que la especificación de su contenido se aplica tal cual, 

originando que se considere a este tipo de medida cautelar como cualquiera de las 

otras contempladas en el proceso civil, es decir alcanzándole la característica del 

artículo 610 que marca entre otros aspectos el seguimiento procesal en cuerda 

separada, lo mismo que está generando la desnaturalización del concepto de medida 

cautelar en el nivel que corresponde entre el fallo de primera instancia y su carácter 

de cosa juzgada. 

Por lo mismo que más allá de sugerir una interpretación idónea distinta a la 

literal, se debe indicar que la solución más adecuada al problema sería la 

incorporación de contenido aclaratorio que permita distinguir la naturaleza de la 

medida cautelar a aplicarse señalando el tipo de sentencia sobre la cual el artículo 

hace referencia en su contenido actual. 

 

TOMA DE POSTURA 

Efectivamente, según la teoría desarrollada sobre la naturaleza jurídica de 

las medidas cautelares, se ha podido demostrar la necesidad de la incorporación de 

texto aclaratorio en el artículo 615 del Código Procesal Civil a fin de que la 

interpretación literal que se haga del mismo permita aplicar la medida cautelar que 
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señala sin producir perjuicios contra los principios de celeridad y economía procesal 

y con ello garantizar la efectividad de la medida cautelar. 

 

5.2.  RESULTADO DE VALIDACIÓN DE VARIABLES 

En lo que corresponde a esta variable se deben recoger las ideas que han 

surgido en mérito a la discusión sobre los objetivos que se enmarcan en cada una 

de ellas con la finalidad de verificar su validez y poder construir la hipótesis 

conclusiva la cual será comparada con la hipótesis que inicialmente se proyectó y 

así obtener como resultado la contrastación de esta, así tenemos el siguiente 

desarrollo: 

 

5.2.1. Respecto a la Variable independiente:  La exigencia del artículo 615º 

del Código Procesal Civil sobre el trámite en cuerda separada. 

Inicialmente debe dejarse clara la función de esta variable, afirmación que 

ha recibido la nominación de Independiente dada la ubicación dentro de la 

problemática como la causa que origina el cuestionamiento que señala el problema 

que generó la investigación, dicho de otro modo, se verificará si existen 

justificaciones que hagan presumir su validez como causa del problema. 

Dada la construcción de esta variable ha de comprenderse que su finalidad 

es verificar que al relacionarse con el objetivo específico: “Desarrollar 

doctrinariamente los fundamentos jurídicos del artículo 615º del Código Procesal 

Civil sobre el trámite en cuerda separada”, la regulación del artículo 615° del 

Código Procesal Civil es una excepción a la aplicación de las medidas cautelares, 
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teniendo como presupuesto el pronunciamiento provisional favorable (Sentencia), 

sin embargo, ante la falta de regulación de medidas de ejecución y trámite para 

ellas, los jueces exigen erróneamente su aplicación, trasladando la medida cautelar 

a un ámbito que no le corresponde (medidas cautelares en etapa de ejecución), 

desnaturalizando la conceptualización de medida cautelar; por lo mismo que, la 

variable en estudio se valida mediante la siguiente afirmación: 

La exigencia del artículo 615º del Código Procesal Civil sobre el trámite 

en cuerda separada; genera un problema procesal, pues se exige su aplicación 

en la etapa de ejecución, es decir, posterior al momento que la sentencia ha 

adquirido la autoridad de cosa juzgada. 

 

5.2.2. Respecto a la Variable dependiente: La eficacia de las medidas 

cautelares para garantizar la ejecución de la sentencia. 

Al igual que en el trabajo efectuado sobre la variable independiente como la 

causa del problema, es menester sobre esta afirmación verificar su validez como 

efecto principal del problema, es decir, se determinará si existe realmente una 

afectación jurídica que respalde la investigación realizada. 

Según lo recopilado, en la validación de los objetivos “Examinar 

teóricamente la estructura procesal de las medidas cautelares para garantizar la 

ejecución de la sentencia” y “Analizar la necesidad de interpretar adecuadamente 

el sentido del artículo 615° del Código Procesal Civil, a fin de garantizar la eficacia 

de las medidas cautelares sobre la ejecución de la sentencia”, Las medidas 

cautelares han sido reguladas para la protección de derechos discutidos en un 
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proceso judicial, permitiéndose su interposición antes de iniciar el litigio, con la 

finalidad de limitar el daño causado o la probabilidad del daño, a su mínima 

expresión; en el mismo sentido, el artículo 615° del Código Procesal Civil, se 

orienta excepcionalmente a la protección de la decisión provisoria emitida en 

primera instancia, entendiéndose que esta debe encontrarse en plazo de 

impugnación (no ser definitiva), para que la aplicación de este artículo. Asimismo, 

se evidencia la necesidad de implementar un texto aclaratorio que permita una 

interpretación literal idónea, sin producir perjuicio a los principios de economía y 

celeridad procesal. 

Las medidas cautelares han sido reguladas para proteger el resultado de una 

decisión futura, entendiéndose ello que su ámbito de aplicación es antes y durante 

el proceso, sin embargo, excepcionalmente puede aplicarse después de la sentencia, 

siempre y cuando ésta no adquiera la autoridad de cosa juzgada, pues ya se trataría 

de una decisión definitiva donde la necesidad se centra en el cumplimiento y 

ejecución de la misma. El código Procesal Civil en su artículo 615°, ha regulado 

esta forma excepcional de medida cautelar, pero es el caso que su contenido está 

siendo erróneamente exigido en la etapa de ejecución, significando un grave 

perjuicio a los principios de celeridad y economía procesal; importando la 

necesidad de incorporar el texto aclaratorio respecto del ámbito específico de 

aplicación del artículo cuestionado; por lo mismo que la variable en estudio se 

valida mediante la siguiente afirmación: 

La eficacia de las medidas cautelares para garantizar la ejecución de la 

sentencia, radica en el aseguramiento del bien materia de ejecución. 
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5.3.  CONTRASTACIÓN DE HIPOTESIS 

Para alcanzar la contrastación de la hipótesis se procederá a elaborar una 

hipótesis conclusiva, construida por la unión de las afirmaciones resultantes de la 

validación de variables, resultado que será confrontado con la hipótesis inicial, 

operación que a continuación se desarrolla: 

 

Hipótesis conclusiva: 

La exigencia del artículo 615º del Código Procesal Civil sobre el trámite 

en cuerda separada; genera un problema procesal, pues se exige su aplicación 

en la etapa de ejecución, es decir, posterior al momento que la sentencia ha 

adquirido la autoridad de cosa juzgada; por lo cual, altera la eficacia de las 

medidas cautelares para garantizar la ejecución de la sentencia, causando 

perjuicio respecto al aseguramiento del bien materia de ejecución. 
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CONTRASTACIÓN DE HIPOTESIS 

HIPOTESIS INICIAL HIPOTESIS CONCLUSIVA 

La exigencia del artículo 615º del 

Código Procesal Civil sobre el trámite en 

cuerda separada contraviene la eficacia 

de las medidas cautelares sobre la 

ejecución de la sentencia. 

La exigencia del artículo 615º del 

Código Procesal Civil sobre el trámite en 

cuerda separada; genera un problema 

procesal, pues se exige su aplicación en la 

etapa de ejecución, es decir, posterior al 

momento que la sentencia ha adquirido la 

autoridad de cosa juzgada; por lo cual, 

altera la eficacia de las medidas cautelares 

para garantizar la ejecución de la 

sentencia, causando perjuicio respecto al 

aseguramiento del bien materia de 

ejecución. 

Del cuadro comparativo se puede apreciar que la hipótesis inicial ha sido 

contrastada positivamente, pues la hipótesis conclusiva ratifica el planteamiento 

inicial, dando por sentado que la aplicación del artículo 615° del Código Procesal 

Civil, en etapa de ejecución, en cuanto a la exigencia del trámite de una medida 

cautelar en cuaderno aparte, contraviene la eficacia en la ejecución de las 

sentencias; pues para que la sentencia consentida o ejecutoriada tenga mayor índice 

de eficacia necesita de un trámite más sencillo, que deberá estar contenido en la 

norma, a modo de texto aclaratorio. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA: 

Se ha podido concluir como resultado del desarrollo doctrinario de los 

fundamentos jurídicos del artículo 615º del Código Procesal Civil sobre el trámite 

en cuerda separada, que, la medida cautelar es un mecanismo preventivo de 

decisiones futuras, aplicándose antes y durante el proceso, excepcionalmente 

después de dictada la sentencia de primera instancia sin que esta tenga la calidad de 

firme. 

SEGUNDA 

Se ha llegado a determinar que, el artículo 615° del Código Procesal Civil, 

constituye la aplicación excepcional de la medida cautelar cuando se ha emitido 

sentencia de primera instancia que no tiene autoridad de cosa juzgada; sin embargo, 

ante la falta de regulación de medidas de ejecución, los Jueces aplican 

extensivamente este artículo a la etapa de ejecución, implicando una 

desnaturalización del concepto de medida cautelar. 

TERCERA: 

De acuerdo al examen teórico de la estructura procesal de las medidas 

cautelares para garantizar la ejecución de la sentencia, se ha podido establecer que, 

las medidas cautelares son mecanismos que protegen derechos, a fin que no se vean 

vulnerados o que la vulneración sea reducida a su mínima expresión; por cuanto, la 

aplicación del artículo 615° del Código Procesal Civil, procede a quien ha obtenido 

sentencia favorable, aunque esta hubiere sido impugnada, refiriéndose a la 

sentencia de primera instancia sin que esta haya adquirido autoridad de cosa 

juzgada.  
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CUARTA:  

Se llega a concluir, luego del análisis de la necesidad de interpretar 

adecuadamente el sentido del artículo 615° del Código Procesal Civil, a fin de 

garantizar la eficacia de las medidas cautelares sobre la ejecución de la sentencia, 

que, es necesaria la incorporación de un texto aclaratorio del artículo 615° del 

Código Procesal Civil respecto de la sentencia sobre la que recaerá la medida 

cautelar sin producir perjuicios contra los principios de celeridad y economía 

procesal y con ello garantizar la efectividad de la medida cautelar. 
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RECOMENDACIONES 

PRIMERA 

Se recomienda la incorporación de un texto aclaratorio del artículo 615° del 

Código Procesal Civil respecto de la sentencia sobre la que recaerá la medida 

cautelar sin producir perjuicios contra los principios de celeridad y economía 

procesal y con ello garantizar la efectividad de la medida cautelar, bajo el siguiente 

criterio: 

REGULACIÓN ACTUAL 

Artículo 615 

Es procedente el pedido de medida cautelar de quien ha obtenido sentencia 

favorable, aunque fuera impugnada. El pedido cautelar se solicita y ejecuta en 

cuerda separada ante el Juez de la demanda, con copia certificada de los actuados 

pertinentes, sin que sea preciso cumplir los requisitos exigidos en los incisos 1. y 4. 

del Artículo 610. 

REGULACION AMPLIADA 

Artículo 615° 

Es procedente el pedido de medida cautelar de quien ha obtenido sentencia 

favorable de primera instancia, aunque esta fuera impugnada; siendo requisito 

indispensable que la Sentencia no adquiera autoridad de cosa juzgada. El pedido 

cautelar se solicita y ejecuta en cuerda separada, ante el Juez de la demanda, con 

copia certificada de los actuados pertinentes, sin que sea preciso cumplir los 

requisitos exigidos en los incisos 1 y 4 del artículo 610°.  



 

102 

 

 

SEGUNDA 

Se recomienda la implementación normativa que solucione el problema de 

la falta de regulación de medidas de ejecución, para evitar que los Jueces apliquen 

extensivamente el artículo 615° en esta etapa, para lo cual se sugiere la creación de 

un artículo 615°-A, mediante la siguiente estructura. 

ARTÍCULO 615-A: Medidas Ejecutivas. 

Es procedente el pedido de medidas ejecutivas, para quien ha obtenido 

sentencia favorable que ha adquirido autoridad de cosa juzgada. Se podrá solicitar 

las medidas contenidas en los artículos 642° al 647° del Código Procesal Civil, ante 

el Juez de la demanda, siendo exigible cumplir con el contenido de los incisos 2, 3 

y 5 del artículo 610°. El trámite se realizará en el mismo cuaderno, debiéndose 

reservar los actos procesales hasta la materialización de la medida, así como, el 

expediente judicial; debiéndose notificar al afectado con los actuados reservados y 

sus respectivos anexos, una vez que se haya materializado la medida ejecutiva, a 

fin, que formule oposición en el plazo de tres días; cumplido sea el plazo y no 

habiéndose formulado oposición, procédase a la ejecución forzada conforme 

corresponda. 
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ANEXOS 

 

1. Cuestionario de encuesta aplicada a 50 operadores jurídicos. 

 

 

UNIVERSIDAD NACIONAL PEDRO RUIZ GALLO 

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLITICAS 

 

TESIS 

 

“LA EXIGENCIA DEL ARTÍCULO 615º DEL CÓDIGO 

PROCESAL CIVIL Y LA EFICACIA DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

SOBRE LA EJECUCIÓN DE SENTENCIA” 

 

CUESTIONARIO DE ENCUESTA 

 

Es grato dirigirnos a vuestra persona, con la intención de saludarlo y a la vez 

requerir de su valioso tiempo para la absolución de los cuestionamientos que se le 

presentan a continuación, cuyos resultados se tomaran como un aporte importante 

para la investigación académica que realizamos. 
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I. Variable independiente. 

 

1. El Artículo 615° del Código Procesal Civil cautela provisionalmente lo 

decidido en primera instancia de forma favorable, exceptuándose de 

fundamentar la verosimilitud del derecho, no existiendo regulación 

específica respecto a la ejecución de las sentencias y, ante ello los 

legisladores realizan una extensión legislativa de su contenido produciendo 

inefectividad de las decisiones judiciales. 

a) De acuerdo. 

b) En desacuerdo 

c) No opina. 

 

2. La exigencia del artículo 615° del Código Procesal Civil, resulta lesiva para 

el proceso civil peruano, pues implica la interposición de una demanda 

nueva, una nueva medida cautelar,  pues está sujeta a una nueva calificación, 

que si bien el derecho puede estar declarado con autoridad de cosa juzgada, 

implicaría un tiempo extra que sería perjudicial a aquel que pretende 

ejecutar una sentencia en su favor, ello sin dejar de mencionar la onerosidad 

que representa para el vencedor reunir lo exigido por este artículo.  

a) De acuerdo. 

b) En desacuerdo 

c) No opina. 
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3. Es necesaria la implementación de una norma específica, recurriendo al 

trámite continuado, cuando una sentencia haya adquirido autoridad de cosa 

juzgada el favorecido con ella podrá acudir en la misma cuerda procesal 

mediante un escrito, solicitando medida de ejecución – según corresponda-

, dando lugar a la resolución de otorgamiento de medida de ejecución con 

el apremio de reservar el expediente y la resolución (en el Sistema 

Informático Judicial - SIJ) hasta la materialización de dicha medida, hecho 

seguido de la notificación de los actuados reservados al afectado, 

concediéndole tres días a fin que ejerza su derecho contradictorio.   

a) De acuerdo. 

b) En desacuerdo 

c) No opina. 

 

II. Variable Dependiente 

 

4. Las medidas cautelares en sí mismas constituyen un medio primigenio para 

garantizar la ejecución de una sentencia, sin confundir lo expuesto con la 

oportunidad para plantearlas, pues no encuentran mayor problemática que 

agregarse al expediente principal y llevarse a cabo la ejecución forzada sin 

más trámite. 

a) De acuerdo. 

b) En desacuerdo 

c) No opina. 

 

5. Las medidas cautelares si constituyen un elemento generador de certeza 

para la ejecución de una decisión judicial, pues tiene efectos proteccionistas 

de las pretensiones de aquel que la solicita. El problema ocurre cuando se 

pretende avocar estas medidas a ámbitos errados en los cuales no es 

materialmente procedente, causando ineficacia jurídica. 

a) De acuerdo. 

b) En desacuerdo 

c) No opina. 
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6. Ante la implementación de las medidas de ejecución, se habrá cubierto 

aquel vacío legal que existe actualmente, dejando a salvo el ámbito de 

aplicación de las medidas cautelares única y exclusivamente en la etapa de 

trámite e incluso hasta el momento anterior a la constitución de la decisión 

judicial con autoridad de cosa juzgada. 

a) De acuerdo. 

b) En desacuerdo 

c) No opina. 
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2. Solicitud Presentada a la Oficina de Sistema de Información Judicial 

de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, del Distrito Judicial 

de Lambayeque. 
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3. Respuesta a la solicitud Presentada a la Oficina de Sistema de 

Información Judicial de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, 

del Distrito Judicial de Lambayeque. 
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